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RESUMEN: 
Desde la perspectiva de los principios del derecho, la acción de protección contra 
violencia intrafamiliar, es una acción  de naturaleza constitucional, autónoma, por 
tanto  extraordinaria, del mismo linaje de la Acción de Tutela. Se constituye en un 
valioso instrumento para enfrentar el flagelo del maltrato que se presenta en el 
interior de la familia, especialmente en contra de la mujer, niños, niñas, 
adolescentes, personas mayores y en situación de discapacidad. 
Pese a la resistencia de los procesalistas constitucionales para reconocerle la 
envergadura a este mecanismo de defensa constitucional, se demuestra 
jurídicamente que su supremacía, prevalencia y preferencia la erigen como un 
arsenal normativo que está a disposición de las víctimas de la violencia sexual, 
familiar, contra la mujer y maltrato infantil en el ámbito doméstico, siempre desde 
el enfoque Superior por ser protector y garantista de los derechos humanos. 
Palabras clave: 
Principios constitucionales, Violencia Intrafamiliar, Acción Constitucional 
 
ABSTRACT: 
From the perspective of the principles of law, the action of protection against 
domestic violence, it is a constitutional action, autonomous, so extraordinary, 
nature of the same lineage of the “Acción de Tutela”. It is a valuable instrument to 
tackle the scourge of abuse that occurs within the family, especially against 
women, children, adolescents, older persons and disabilities.  
Despite the resistance of the constitutional litigators to recognize the importance to 
this mechanism of constitutional defense, it is shown legally to their supremacy, 
prevalence and preference erected it as a regulatory arsenal that it is available to 
victims of sexual, family violence, against women and child abuse in the domestic 
environment, always from the constitutional perspective as protector and guarantor 
of the human rights approach. 
Key words: 
Constituional principles, domestic violence, constitutional action. 
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NATURALEZA CONSTITUCIONAL DE LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN DE LA 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR: UNA PROPUESTA DE IDENTIDAD SUPERIOR 
 
INTRODUCCIÓN 
Las violencias que atentan contra la dignidad humana, los derechos humanos y 
los derechos fundamentales de los miembros de la comunidad doméstica y la 
familia, se han convertido en un flagelo que ha de ser intervenido con fortaleza y 
así lo ha entendido la sociedad, la familia y el Estado.  
 
Consultado el FORENSIS1 se observa que para el año de 2012 hubo 83.898 
casos de violencia intrafamiliar, de ellos, 54.399 (64,8%) casos de violencia de 
pareja, de los cuales 47.620 (88%) fueron víctimas las mujeres y 6.779 (12%) los 
hombres. 
 
En el mismo escenario de violencia, niños, niñas y adolescentes fueron 12.173 
(14,5%) casos de víctimas, de ellas, niñas y adolescentes femeninas alcanzaron 
6507 casos, (53%), y los niños y adolescentes hombres 5.666 casos (47%). 
 
De igual manera que en el marco de la violencia doméstica, hubo 1.471 casos de 
violencia contra adultos mayores, mujeres 793 (53%) y hombres 704 casos (47%). 
 
La anterior es información del Instituto Nacional de Medicina Legal proveniente de 
los dictámenes médicos forenses, es decir que se refiere a la agresión física, y 
solo en estos tres rangos de pareja, adultez mayor e infancia y adolescencia, 
suman 67.983 casos, una suma aterradora, máxime si se tiene que estos hechos 
son la antesala de los feminicidios e infanticidios que a diario se reportan. 
 
No se incluyen aquí los otros tipos de violencia, como la verbal, psicológica, 
patrimonial, etc., que se reportan en Comisarías de Familia, y desde luego, el 
subregistro de casos no denunciados, que podrían elevar exponencialmente las 
cifras. 
 
                                                          
1
Publicación FORENSIS “Datos para la vida” Del Instituto Nacional de Medicina Legal. 2012. 
http://www.medicinalegal.gov.co/index.php/publicaciones/forensis. Recuperado 22 de noviembre  de 2013. 
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Por ello, advertido desde la propia Carta Política2, deja plasmada la necesidad de 
enfrentarlo  a través de un arsenal normativo que desarrolla y reglamenta ese 
precepto3 y entrega herramientas aparentemente efectivas para cumplir con esa 
misión. Pero vistos los balances y las mediciones, los resultados no son 
alentadores, la violencia intrafamiliar, el maltrato infantil y el abuso sexual infantil, 
siguen siendo temas de primera página, sin que por ello pueda considerarse que 
tienen la atención debida de quienes deben verla con ojos diferentes al efecto 
mediático y morboso que los casos suscitan.   
 
Así las cosas, hay la necesidad de profundizar sobre esta posición crítica, es decir,  
plantear la cuestión de si realmente es suficiente contar con todo un dispositivo 
jurídico para considerar que se cumplan los estándares y exigencias 
internacionales y las realidades nacionales para enfrentar el fenómeno, o se 
requiere ampliar el espectro interpretativo para reivindicar la Acción de Protección 
de la Violencia Intrafamiliar, a fin de que pueda gozar de la categoría y el rango 
que le corresponde dada su naturaleza Constitucional. Su ubicación en el 
entramado jurídico y su comprensión e interpretación debe ser superlativa, por 
cuanto su misión es la de proteger y restablecer derechos humanos amenazados 
o vulnerados con ocasión de las conductas violentas que en el entorno doméstico 
y familiar suelen darse con inusitada frecuencia y gravedad. 
 
El planteamiento hipotético radica en la formulación de que la Acción de 
Protección de la Violencia Intrafamiliar es de naturaleza y jerarquía Constitucional, 
lo que ni en la teoría ni en la práctica se ha formulado, ya que esta acción no se 
encuentra enlistada dentro de las que se consideran acciones constitucionales, es 
decir, que no está contemplada como tal por tratadistas, doctrinantes, ni por la 
misma jurisprudencia. 
 
El objetivo central apunta a que las características y alcances de la normativa que 
regula y reglamenta la Acción de Protección de la Violencia intrafamiliar, que la 
llevan a una dimensión distinta desde su concepción y desde luego desde su 
                                                          
2
“ARTICULO 42. La familia es el núcleo fundamental de la sociedad. Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la 
decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por la voluntad responsable de conformarla.  
 “El Estado y la sociedad garantizan la protección integral de la familia. La ley podrá determinar el patrimonio familiar 
inalienable e inembargable. La honra, la dignidad y la intimidad de la familia son inviolables.  
  “Las relaciones familiares se basan en la igualdad de derechos y deberes de la pareja y en el respeto recíproco entre 
todos sus integrantes.  
 “Cualquier forma de violencia en la familia se considera destructiva de su armonía y unidad, y será sancionada conforme a 
la ley. (…)”  
  
3
Ley 294 de 1996; Ley 575 de 2000, su decreto reglamentario 652 de 2001; Ley 1257 de 2008; Decreto-Ley 2591 de 2001 
que desarrolla la Acción de Tutela, aplicable por remisión normativa. 
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aplicación, es esencialmente un tema de justicia, de justicia familiar, y en últimas, 
de justicia constitucional, con los efectos consecuentes propios de su linaje.La 
labor de esta propuesta investigativa reivindica la acción de protección con 
soportes jurídico constitucionales, sustanciales y procesales, entregando 
herramientas hermenéuticas para demandar la aplicación de las condiciones 
especiales que caracterizan las acciones de esta estirpe y para ello incursiona en 
algunos discursos dogmáticos que le darán fundamento teórico. 
 
La dificultad actual radica en que la Acción de Protección es mirada de soslayo por 
sus operadores, desconocida en la base de la sociedad, y curiosamente en el 
mismo seno de las autoridades. Asimismo, presenta dificultades en su 
operatividad, dando paso a múltiples y ambiguas interpretaciones que afectan 
principalmente a las víctimas de la violencia doméstica. 
 
Entronizar la Acción de Protección a la posición que le corresponde, da la 
oportunidad de convertirla en un instrumento poderoso para cumplir los altos 
cometidos del Estado y en materia de la violencia intrafamiliar prevenirla, 
erradicarla y sancionarla. 
 
Para esta formulación se vale de una metodología analítica y sintética que parte 
del rastreo bibliográfico y consulta de una amplia literatura que aborda materias 
como: la violencia intrafamiliar y sus mecanismos de protección; las acciones 
constitucionales y su marco procesal constitucional; y, el de los principios y 
derechos constitucionales. Escudriña las temáticas y hace un profundo análisis 
crítico para desentrañar su sentido y su contribución al objetivo de la investigación 
con la que se nutre la propuesta. 
 
Cumplida esta etapa y recogidos  los resultados de la investigación y búsqueda, 
arriba a una conclusión sintética: con base en la teoría de los principios se da 
cuerpo a la hipótesis de que siendo la violencia intrafamiliar vulneradora de 
derechos fundamentales, para su protección y amparo, procede una acción de 
envergadura Superior, que usa mecanismos procesales de la misma raigambre -
constitucional-, sin que se encontrara formulación hipotética semejante. 
 
El análisis documental y de la preceptiva legal son los elementos de los que se 
vale inicialmente para realizar el proceso de cotejo de la teoría con la normativa, 
que los pone también en un escenario de confrontación  con la realidad verdadera 
-la de las víctimas y de sus familias- y la realidad procesal, encaminada a 
atemperar esos dos “mundos”, disociados a veces, para buscar que la misión de la 
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normativa jurídica se ajuste a las verdaderas necesidades de la problemática y 
pueda satisfacer la demanda de justicia familiar, con una visión de igualdad y de 
equidad, con perspectiva de derechos y de género.  
 
Dividido en cuatro capítulos, el trabajo desarrolla las etapas que se consideran 
vitales para abordar y demostrar el planteamiento de la hipótesis. 
 
El primer capítulo bosqueja el panorama de la propuesta académica y parte de un 
fundamento dogmático sobre el cual se edifica el postulado de la naturaleza 
constitucional de la Acción de Protección y los pilares de los que se sirve son los 
principios y las reglas, que son analizados para inferir que se trata de mandatos 
normativos de diferente categoría, en donde los primeros fijan el sentido que 
orienta y las segundas los instrumentaliza, y que esos principios contenidos en la 
Constitución contemplan derechos dignos de protección, y unos y otros estatuyen 
mecanismos para su defensa, dando lugar a una instancia de justicia familiar 
especial. 
 
En ese mismo capítulo se trasiega por aspectos procesales de diferente calado 
que desembocan en la relación entre el derecho de acceso a la justicia, la 
jurisdicción constitucional como escenario y el derecho procesal constitucional 
como su instrumento, que se conjugan para dar origen y desenvoltura a la Acción 
de Protección, con la naturaleza propia de ese ambiente. 
 
El segundo capítulo recoge e individualiza las acciones constitucionales 
clasificadas en Colombia, fijando la identidad de cada una, con ello enmarca sus 
aspectos comunes y sus diferencias, a efectos de determinar la alteridad y la 
autonomía de la Acción de Protección, lo que finalmente se logra con su 
formulación esquemática con base en la Carta, extrayendo tanto su 
establecimiento Superior, su fundamento, principios y reglas, como sus 
características constitucionales. 
 
El capítulo tercero se encarga de pormenorizar los factores procesales y 
sustanciales de la Acción de Protección; hace un recorrido que describe, en primer 
lugar, su origen; acota sobre la incidencia que ha tenido en ella la lucha de las 
mujeres; señala las etapas que se deben agotar, siempre con observación  del 
debido proceso y la igualdad de las partes. Es un capítulo de recuento de la 
información acopiada. 
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Resulta pertinente este detalle descriptivo allí contenido, porque contextualizarla 
Acción de Protección en su condición procesal excepcional justifica el discurso 
contenido en todo el marco teórico que la sustenta. 
 
El capítulo cuarto consolida la tesis de la judicialidad de la Acción de Protección, 
es decir que se trata de una acción jurisdiccional y no administrativa. Al tener claro 
que se trata de un proceso judicial, se ausculta en su esencia para saber qué tipo 
de acción configura; concluye que se trata de una acción excepcional que se 
cataloga, por su naturaleza constitucional, dentro de las acciones de esta misma 
condición, descritas por la jurisprudencia y la doctrina, integra así la lista de 
acciones constitucionales. 
 
Se arriba a conclusiones que superan la mera formulación teórica, ya que trae 
consigo planteamientos prácticos. Desentraña sistemáticamente la composición 
normativa que la sustenta, demostrando con criterio pragmático que 
ineluctablemente hay la íntima relación entre esa estructura jurídica y los principios 
que inspiran y conducen el sistema de justicia; en sí no pueden deslindarse 
porque se conjugan en un ser único. Principios y reglas y los mandatos que 
contienen, dan paso a la configuración, sin mucho esfuerzo, de una acción atípica 
por ser excepcional. 
 
La Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar de extracción constitucional, 
que además es preferente, prevalente y las decisiones vinculantes no solo a las 
partes que involucra, sino a las autoridades que deben velar por la materialización 
de su sentencia. La normativa actual que regula la Acción de Protección recoge 
los dispositivos necesarios para hacer de ella el poderoso instrumento que se 
concibe para enfrentar el flagelo de las violencias. 
 
En suma, es una más de las acciones constitucionales, instituida para la 
protección de los derechos fundamentales individuales, que corre la misma suerte 
de la tutela y el hábeas corpus, y con la demostración de este planteamiento, se 
engrosa el arsenal jurídico procesal-constitucional para la atención de la violencia 
doméstica que en todas sus formas oprime y vulnera a los miembros de la 
comunidad familiar y de la sociedad.  
 
Ahora bien, con el planteamiento y desarrollo crítico de la hipótesis caben algunas 
preguntas: ¿El que sea una Acción Constitucional la de Protección de la Violencia 
intrafamiliar, le da un matiz y unos alcances mayores y distintos a la misma? ¿Se 
garantiza con la normativa vigente el derecho de acceso a la justicia a las víctimas 
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o potenciales víctimas de las violencias que se desencadenan en el interior del 
núcleo doméstico? Las respuestas a esos cuestionamientos despejan el camino 
de la comprensión, y le dan una aplicación práctica a una discusión retórica. 
CAPÍTULO I 
 
ANTECEDENTES Y CONTEXTUALIZACIÓN DE LA NATURALEZA 
CONSTITUCIONAL DE LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN DE LA VIOLENCIA 
INTRAFAMILIAR. 
 
La hipótesis hacia donde apunta la presente investigación, consiste en determinar 
la naturaleza jurídica procesal constitucional de la Acción de Protección de la 
Violencia Intrafamiliar como instrumento de primer orden para la defensa de los 
Derechos Humanos y el restablecimiento de derechos de las víctimas de la 
violencia doméstica. Desde ese enfoque puede afirmarse que se trata de una 
acción prevalente, preferente y vinculante, concebida como una variante de la 
acción de amparo constitucional, considerada exclusivamente para enfrentar 
válida, eficiente, eficaz y efectivamente el flagelo de la violencia intrafamiliar. 
En atención a que en Colombia no se ha hecho esta postulación, esto es, la 
naturaleza constitucional de esta acción, este planteamiento académico no surge 
de la existencia de un consenso, del cual, siguiendo a Atienza4, se dice que “su 
principio regulativo” no es la verdad, sino “la máxima aceptabilidad racional”, pero 
que, sin serlo, es decir, sin ser fruto del consenso, aspira a ese grado de 
aceptabilidad.  
Tampoco nace de una polémica, ni menos de una polémica doctrinal, porque esta 
formulación no tiene antecedentes, luego no se ha sometido a debate, y el sentido 
de proponerla es dejar sobre el tapete un esbozo para que se dé inicio a esa 
discusión, pues, “…Sí el Derecho necesita de la contienda y de la fuerza para 
imponerse, no es de esperar que la dogmática pueda prescindir de un uso más o 
menos amplio de elementos persuasivos, que es lo que, en definitiva, caracteriza 
una polémica doctrinal: pues lo que mueve a quienes en ella participan no es –o 
no es sólo- la búsqueda cooperativa de la verdad, sino -también- persuadir a un 
auditorio, lograr el máximo de consenso mediante la utilización de argumentos que 
ya no pueden ser simplemente válidos, sino también -sobre todo- eficaces.”5 
                                                          
4
 Atienza, Manuel. “Sobre el Control de la Discrecionalidad Administrativa” en Cuestiones Judiciales. Ediciones Coyoacán 
S.A. México D.F. Primera Edición 2001. Primera reimpresión 2004. Pág. 39. 
5
 Ib. pág. 40 
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El propósito es que el referido planteamiento sea materia de discusión. De ahí la 
pretensión, que no deja de ser ampulosa, de que logre el tinte de eficacia en la 
argumentación y en el fin, bien como fruto del consenso o de la polémica. 
Así pues, soportar la propuesta desde los principios constitucionales intenta dar el 
sustrato ideológico que requiere para su validez y para su comprensión, que 
superan la mera interpretación normativa y la dotan de un músculo teórico que la 
conduzca por el sendero que surca: su naturaleza Superior. 
Se transita por los conceptos que permiten distinguir los valores y principios de 
otras categorías normativas y así centrar la discusión sobre cuáles de ellos son los 
que pueden servir de base para la consolidación de la hipótesis, incursionando un 
tanto en la teoría de los derechos fundamentales, dentro de los que se destaca la 
justicia y el derecho de acceso a ella, como la razón de la acción que se estudia y 
por eso la jerarquía constitucional que se preconiza. 
La defensa de los Derechos Humanos de las víctimas y potenciales víctimas de la 
violencia intrafamiliar encuentra amparo efectivo, pronto y cumplido en la 
naturaleza constitucional de la acción prevista para su protección, la que vista así, 
se constituye en el mecanismo jurídico y judicial de más eficacia frente a la 
garantía de derechos y de su restablecimiento, por su condición constitucional, 
que la hace, no solo más visible, sino más efectiva, dada esa jerarquía superior 
que encarna. 
1.1. Fundamento dogmático del planteamiento de la naturaleza 
constitucional de la Acción. 
 
Se inicia el abordaje del análisis desde la perspectiva de los derechos 
fundamentales, inmerso en el sistema jurídico y social, orientado por los valores, 
principios y reglas. 
 
Por derechos fundamentales debe entenderse el conjunto de “…derechos más 
importantes de los individuos, protegidos por la Constitución, y oponibles frente al 
Estado -y a los particulares, como dejara claro el Tribunal Constitucional (alemán) 
a partir de la Sentencia Lüth, que reconoce de manera categórica el efecto entre 
terceros de los derechos fundamentales-…”6 
Para intentar desentrañar la naturaleza de la Acción de Protección de la Violencia 
Intrafamiliar, cuyo propósito no es otro que el de proteger derechos 
                                                          
6
Bernal Pulido. Carlos. Estudio Introductorio a “Teoría de los Derechos Fundamentales” de Robert Alexy. Editado por Centro 
de Estudios Políticos y Constitucionales. Madrid 2007.  Segunda edición traducida al castellano. Pág. XXVII. 
12 
 
fundamentales, se ha de recurrir a la fuerza normativa de los principios del 
derecho que conducirán necesariamente a los principios constitucionales, pues 
sobre ellos se construye la teoría aquí expuesta. 
Hablar de los principios de nuestra Carta Política remite necesariamente a todo un 
engranaje diseñado desde la arquitectura jurídica y sociológica, encaminado, 
como lo señala el Preámbulo, a “…asegurar a sus integrantes la vida, la 
convivencia, el trabajo, la justicia, la igualdad, el conocimiento, la libertad y la paz, 
dentro de un marco jurídico democrático y participativo que garantice un orden 
económico, político y social justo…” 
La dignidad humana como principio orientador, el pluralismo, la democracia, el 
Estado Social de Derecho, igualdad, solidaridad y muchos otros, todos que se 
encuentran recogidos como reglas, alcanzando la condición de normas de 
derecho fundamental, en nuestro caso, son principios contenidos en los primeros 
diez artículos de la Constitución Política, y diseminados algunos otros a lo largo de 
la Carta. 
Valores y principios se conjugan para dar soporte a un andamiaje sociológico, 
regulado por lo jurídico, que fija la forma de la relación de la tríada individuo, 
Estado y Sociedad, para el ejercicio de los derechos y de su exigibilidad. 
Los principios que orientan la defensa de los derechos de la persona humana y en 
particular de las víctimas de la violencia intrafamiliar deben ser aplicados, y existen 
varias alternativas para entender las modalidades de esa aplicación. Puede 
pensarse que el modelo deductivo que comenta Alexy bastaría para ello: el 
agotamiento de la normativa vigente para vaciarla en la solución y adecuación al 
caso concreto.7 Pero también puede apelarse a la “libertad de apreciación” y al  
“acto de voluntad”, en palabras de Kelsen, en decisiones de casos difíciles, que no 
es otra cosa que el factor de “discrecionalidad” que esgrime el positivismo, pero 
con una justificación jurídica racional -modelo decisorio-; o eventualmente en el 
modelo hermenéutico, cuya fortaleza está fincada en el “modelo de coherencia”8 
como elemento esencial de la racionalidad y vértice del discurso jurídico racional.  
Sin embargo, ningún modelo satisfaría la necesidad de la construcción de un 
sistema de “completud” y coherencia que facilite la aplicación de los derechos, y 
por tal razón Alexy se inclina por la teoría del discurso práctico, que es racional 
cuando se cumple con las exigencias de la argumentación contenidas en reglas 
                                                          
7
Alexy, Robert “Interpretación jurídica y discurso racional” en Teoría del Discurso y Derechos Humanos, Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 1995, pág. 36 
8
 Ib. pág. 45 
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referentes a la estructura de los argumentos, dentro de las que se cuentan, entre 
otras, la de universalidad y ponderación; y las reglas del proceso del discurso, que 
no son otras que las de garantizar el derecho a la participación en el discurso en 
un ambiente de libertad e igualdad, elementos en los que se funda la teoría, que 
son los principios básicos del Estado Constitucional Democrático. 
Los argumentos se consolidan en dos tipos: institucionales y sustanciales, y si 
bien los primeros se afianzan en la autoridad del derecho positivo, dependen de 
los segundos, cuya fortaleza dimana de la “corrección de su contenido”9, o 
pretensión de corrección, que se edifica con las decisiones judiciales y los 
fundamentos de las mismas10.  
Así pues, los argumentos institucionales, en este caso la normativa constitucional 
y legal que regula la Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar, vistos en el 
contexto de todo el sistema jurídico, dan la fortaleza para considerar la naturaleza 
constitucional de la acción; pero serán, en últimas, los argumentos sustanciales 
los que inclinarán la balanza para finiquitar el debate, por ser éstos, los que 
motivados en la pretensión de corrección los que le darán la dimensión real a la 
Acción, en especial cuando se trata de resolver conflictos entre principios 
opuestos en el decurso de los procesos de protección y de proteger derechos 
humanos a través de decisiones judiciales. 
Tercia en este breve análisis, la concepción que de sistema jurídico tiene 
HABERMAS11, sobre cómo los sistemas de acción jurídicamente normados, 
gobernados por normas materiales, señalan la suerte de los actos jurídicos, que 
además rige todas las interacciones, en especial las que se suscitan en el 
engranaje estatal y en la relación humana, y con ellas naturalmente la definición 
de las interacciones en situaciones de conflicto. Para el caso de la familia, su 
difusa presencia se torna visible en casos de conflicto, pues antes de éste 
“…carecen de ‘conciencia jurídica’ clara en lo que se refiere a la protección de sus 
propios intereses”12; es entonces -para este caso- el sistema jurídico el escenario 
regulador de las relaciones disfuncionales familiares, las que adquieren 
connotación para ser intervenidas bajo ese paradigma jurídico, siempre al amparo 
                                                          
9
 Ib. Págs. 59 y 60 
10
 “Con el transcurso del tiempo del tiempo, esa afirmación la he ampliado hasta llegar a la tesis general de que el Derecho 
erige una pretensión de corrección.”  Atienza, M. (2001), “Entrevista a Robert Alexy”  -traducido por Manuel Atienza [en 
línea], disponible en: 
http://www.cervantesvirtual.com/servlet/SirveObras/01372719768028837422802/doxa24/doxa24_28.pdf. Recuperado 18 de 
noviembre de 2010. 
11
 Habermas, Jürgen. ““Indeterminación del derecho y racionalidad de la administración de justicia” en Facticidad y Validez, 
Madrid: Trotta, 1998, pág. 264  
12
 Ib. Pie de página, pág. 265. 
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de los derechos  fundamentales, de los principios y de los dispositivos normativos 
(reglas).13 
Sistema jurídico y teoría del derecho convergen para materializar la perspectiva 
del juez, pues todo es susceptible de ser judicializado, luego por ende es el 
proceso judicial el punto central de análisis, sin desconocer que existen o 
coexisten otros espacios en los que el derecho tiene un papel definitivo sin que 
sea necesariamente en causas judiciales donde se exprese, pero no por eso es 
ajeno a los aspectos procesales, que es en suma como se instrumentaliza. Es la 
jurisdicción el escenario propicio para abordar los estándares de racionalidad, 
justicia y eficacia-tema ya expuesto por Dworkin-14, y en ella la jurisprudencia que 
proyecta la suposición de racionalidad de la práctica en las decisiones judiciales, 
tendiente a reconstruir racionalmente el panorama del derecho vigente.  
Ese sistema está integrado por normas que merecen obediencia por estar 
incrustadas en un esquema jurídico, concebido para la regulación de la conducta 
humana en el entramado social.  
En el plano judicial esa regulación debe traducirse, además de la posibilidad de 
exigibilidad de derechos y pretensiones -acceso a la justicia-, en la resolución de 
los conflictos mediante decisiones jurídicamente vinculantes, como la sentencia, 
que, “…para cumplir la función socio integradora que ha de ejercer el orden 
jurídico y satisfacer a la pretensión de legitimidad del derecho, han de cumplir a la 
vez los requisitos de presentar decisiones consistentes y de ser racionalmente 
aceptable…”15. Así se arriba al principio de la seguridad jurídica. 
Los conceptos de normas, valores y principios en los autores referenciados 
resultan ser, en términos generales, coincidentes, pero difieren en cuanto a sus 
alcances. Dworkin y otros utilizan la palabra norma y regla indistintamente. Para 
los efectos de este trabajo académico, la precisión radica en darle a cada término 
un concepto con el objeto de afinar el lenguaje, depurarlo, de manera que esa 
precisión conceptual no lleve a interpretaciones equívocas que generen confusión. 
Para esta finalidad académica, se denominará como reglas a todas las 
disposiciones normativas que no tengan la condición de principios, así se 
diferencias de unas y otros. 
                                                          
13
 Ib. Pág. 263. 
14
Dworkin, Ronald.  Los Derechos en Serio. Barcelona: Editorial Ariel S.A. Primera Edición 1984. 6ª Reimpresión 2007.  
pág. 86. 
15
Habermas, Jürgen. ““Indeterminación del derecho y racionalidad de la administración de justicia” en Facticidad y Validez, 
Madrid: Trotta, 1998, pág. 267. 
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Arango Rivadeneira define la norma como “reglas de conducta que han de ser 
obedecidas por su carácter obligatorio validado  según las reglas de producción 
normativa reconocidas en el ordenamiento jurídico.”16; disposiciones jurídicas 
expedidas por el legislador ordinario habilitado para tal fin, emitidas para fijar 
permisiones, prohibiciones u obligaciones17. 
Para el profesor Arango, los “valores o fines últimos” deben ser entendidos como 
“…las aspiraciones, deseos o intereses de una comunidad específica en un 
momento determinado de su historia”18, son entonces un conjunto de cualidades 
que se conciertan como fundamentos éticos y morales a los cuales se 
compromete el conglomerado social, como un grado de aspiración mayor, siempre 
como ejercicio individual, sea por ejemplo el respeto, la paz, la justicia. 
Los principios fundamentales, en decir de Arango, son “…los estándares 
positivizados que deben ser tenidos en cuenta por el aplicador del derecho en el 
momento de la resolución de un caso, pese a que su estructura abierta no asegure 
una interpretación unívoca.”19. Toma a Dworkin que llama al principio “…un 
estándar que ha de ser observado, no porque favorezca o asegure una situación 
económica, política o social que considera deseable, sino porque es una exigencia 
de la justicia, la equidad o alguna otra dimensión de la moralidad…”20, o sea la 
exigencia de un deber moral. 
Los principios son el sustrato ideológico que da cuerpo, estructura y solidez a la 
organización social, canalizados generalmente en ordenamientos jurídicos, de 
textura abierta, y abstracta, lo que les permite ser interpretados y aplicados 
partiendo de la argumentación racional y la justificación de las decisiones 
judiciales. Se supera así el debate sobre las dificultades que traen los principios 
para la integración, aplicación e interpretación del derecho, con ellas la 
inseguridad jurídica, el activismo judicial, la dictadura de los jueces. 
Para este fin se destaca el art. 42 Constitucional colombiano que parte de la 
incorporación de juicios de valor, de igualdad, de equidad, componentes éticos, 
tendientes a regular la conducta, especialmente en lo que se refiere a las 
                                                          
16
 Arango Rivadeneira, Rodolfo. Valor de los Principios Fundamentales  en la Interpretación Constitucional. Revista de 
Derecho Público. No. 5. Universidad de Los Andes. 1994. Pág. 53 (artículo) 
17
Alexy, Robert. Teoría de los Derechos Fundamentales. Editado por Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. 
Madrid. 2007.  Segunda edición traducida al castellano. Pág. 82 y 83. 
18 Ib. Pág. 53 
19 Ib. Pág. 53 
20
Dworkin, Ronald.  Los Derechos en Serio. Barcelona: Editorial Ariel S.A. Primera Edición 1984. 6ª Reimpresión 2007.  
pág. 72 
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relaciones que se dan en el interior de la familia. Por esta potísima razón, nuestra 
legislación se aleja del positivismo radical y entra en la órbita de prever una norma 
básica, de obligatorio acatamiento, pero que en dado caso la interpretación 
trascienda el sentido fijado en el texto, acogiendo así el pluralismo, lo que significa 
que “…la  Constitución acepta diferentes concepciones del mundo en el terreno de 
la política y que, como texto exclusivo del derecho, no se inclina por ninguna de 
ellas. Además en el texto se encuentra una pluralidad de valores diferentes sin 
que haya ninguna regla consistente para dirimirlos. Piénsese, por ejemplo, en 
libertad y equidad…” lo que significa que la Constitución presuponga un sistema 
jurídico para superar esos conflictos, es autorreferencial  “parten del derecho y 
regresan al derecho”21. 
Bien, a manera de cierre es menester hacer una precisión conceptual: los 
principios están incrustados en el Ordenamiento Jurídico -sistema jurídico-, lo cual 
significa que han adquirido la condición de norma fundamental y sirven de carta de 
navegación para la aplicación del derecho, en especial cuando se está frente a 
situaciones de conflicto hermenéutico. 
Para el caso en particular, los principios sirven de herramientas que permiten 
desentrañar la intencionalidad (ratio) del Constituyente y del Legislador, y de los 
que habrá de valerse para fijar la calidad y la condición de la Acción de Protección 
materia de estudio, dejando en claro de momento que a la luz de los principios se 
deriva la naturaleza de la Acción de la que se ocupa este exordio. 
1.1.1. Principios y  reglas 
Fijada ya la diferencia entre  los conceptos de unos y otras, se debe incursionar 
ahora en sus aproximaciones, a fin de establecer si se instituyen en el argumento 
basilar de la proposición académica. 
Para HABERMAS principios y reglas tienen la misma capacidad de 
fundamentación de las decisiones judiciales, pero desde la lógica de la 
argumentación cumplen funciones distintas: en éstas dada su especificidad por 
representar rasgos típicos22 de situaciones concretas, ofrecen un 
condicionamiento a la circunstancia particular a la que se refiera y los principios 
están caracterizados por su no especificidad o que habiéndola en el ámbito de 
aplicación, sería por condiciones muy generales y necesidades de interpretación, 
                                                          
21
 Luhmann, Niklas. “La clausura operativa del sistema del derecho” (viii-ix) en El Derecho de la Sociedad, México: 
Universidad Iberoamericana, 2002  Págs.152 y 153. 
22
Aquí el término “típicos” tiene un matiz distinto al coloquial, va más allá de la característica, por eso debe entenderse más 
como “tipicidad” desde la concepción jurídica, es decir adecuación del hecho a un elemento descriptivo. 
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proposición alimentada de DWORKIN23, quien les da peso relativo a los principios 
ante la eventualidad de tensión o enfrentamiento. 
Principios jurídicos y reglas jurídicas tienen una distinción lógica. “Ambos 
conjuntos de estándares apuntan a decisiones particulares referentes a la 
obligación jurídica en determinadas circunstancias, pero difieren en el carácter de 
la orientación que dan”, lo que se traduce en que las reglas son aplicadas a 
manera de disyuntivas y así lo propone DWORKIN cuando continúa: “…si los 
hechos que estipula la norma están dados, entonces o bien la norma es válida, en 
cuyo caso la respuesta que se da debe ser aceptada, o bien no lo es, y entonces 
no aporta nada a la decisión.”24 Pero los principios no se comportan igual, ni 
siquiera los que más se asemejen a las reglas, porque los principios no establecen 
consecuencias jurídicas que se sigan automáticamente cuando se dan las 
condiciones para su aplicación.  
Para ALEXY tanto las reglas como los principios son normas porque ambas 
establecen lo debido, pueden manifestarse a través de expresiones “deónticas 
básicas” de mandato, prohibición o permisión, y la distinción entre unas y otras es, 
en esencia, la distinción entre dos tipos de normas.25 
Dice entonces: “El  punto decisivo para la distinción entre reglas y principios  es 
que los principios son normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor 
medida posible, dentro de las posibilidades jurídicas y reales existentes. Por lo 
tanto los principios son mandatos de optimización, porque se caracterizan porque 
pueden cumplirse en diferente grado y que la medida debida de su cumplimiento 
no solo depende de las posibilidades reales sino también de las jurídicas. El 
ámbito de las posibilidades jurídicas se determina por los principios y reglas 
opuestos.” 
“En cambio las reglas son normas que solo pueden ser cumplidas o no. Si una 
regla es válida, entonces debe hacerse exactamente lo que ella exige, ni más ni 
menos. Por lo tanto, las reglas contienen determinaciones en el ámbito de lo 
fáctico y jurídicamente posible. Esto significa que la diferencia entre reglas y 
                                                          
23
Dworkin, Ronald.  Los Derechos en Serio. Barcelona: Editorial Ariel S.A. Primera Edición 1984. 6ª Reimpresión 2007.  
pág. 77 
24
 Dworkin, Ronald.  Los Derechos en Serio. Barcelona: Editorial Ariel S.A. Primera Edición 1984. 6ª Reimpresión 2007.  
pág. 75 
25
Alexy, Robert. Teoría de los Derechos Fundamentales. Editado por Centro de Estudios Políticos y Constitucionales. 
Madrid. 2007.  Segunda edición traducida al castellano. Pág. 65. 
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principios es cualitativa y no de grado. Toda norma es o bien una regla o un 
principio.”26 
Los argumentos de principios son relevantes, trascendentales, porque éstos se 
apoyan en los preceptos constitucionales y en casos difíciles se recurre a la 
ponderación. Tienen el carácter de preceptos de optimización27, que es el punto 
de diferencia con DWORKIN como ya se señaló. La fuerza de la argumentación en 
el modelo de la ponderación solo puede basarse en los motivos que justifican su 
aplicación, cuya crítica radica en el amplio margen de subjetividad del operador.  
A pesar de la diversidad y la “desconcertante variedad de criterios de distinción”, 
en palabras de Alexy, se puede ir decantando la posición para efectos prácticos. 
De nuestro Ordenamiento Superior dimanan normas, unas erigidas a la condición 
de principios y otras puestas en condición de reglas, o de “reglas de 
reconocimiento” y reglas llanas, o normas primarias y secundarias, unas y otras 
con una condición y morfología propias. 
Los principios, siguiendo la orientación de Alexy, tienen una condición normativa 
cualificada, señalan el deber ser y apuntan a que los mandatos en ellos 
contenidos puedan materializarse más o menos en la medida en que 
circunstancias de orden práctico y jurídico se armonicen, lo cual no puede 
confundirse con que estén supeditados a la existencia de esos factores de 
consumación, tales como el advenimiento de reglas que busquen su 
reglamentación, comprendida como la mecánica para el desarrollo material de los 
principios. 
Como ejemplo, el artículo 42 de la Carta señala que el Estado velará por la 
protección integral a la familia y que la violencia doméstica será objeto de sanción 
conforme a la ley, luego el principio de protección no puede quedar en suspenso 
en esperas de la coexistencia de los factores práctico y jurídico para su 
concreción, es decir de un mandato traducido a regla, y fue así como frente a 
vulneración de derechos humanos -fundamentales- en el contexto de ese tipo de 
violencia, no podía esperarse a que se legislara de manera específica para 
hacerle frente a la problemática de tan hondo calado. Por ello la materialización 
del principio de protección se cumplió a través de la acción de tutela, sin esperar a 
que se legislara sobre la Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar. 
Significa que en el interregno de 1991 y 1996 el mecanismo jurídico fue la tutela, y 
                                                          
26
 Ib. Pág. 68 
27
Alexy, Robert “Interpretación jurídica y discurso racional” en Teoría del Discurso y Derechos Humanos, Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 1995, pág. 57 
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solo a partir de 1996, con la Ley 294 se otorgó una vía procesal especial, 
constitucional también. 
La satisfacción del  principio de protección no quedó en vilo, porque los mandatos 
contenidos en los principios no pueden quedar en suspenso, como no quedan en 
suspenso los de libertad, la justicia, la vida digna. 
Cuando se dice que un principio es un principio de derecho, éste debe ser 
aplicado, debe ser tenido en cuenta para el caso concreto como criterio 
determinante. Le sigue otra distinción, la dimensión de peso o importancia de los 
principios que no tienen las reglas, que resultan determinantes al momento de 
resolver un conflicto. Se habla por tanto del peso relativo, porque es el aplicable a 
cada caso en particular.  
Una vez identificados los principios como una clase de estándares diferentes, se 
observa que se está rodeado por ellos, por esta razón son determinantes los 
principios en este proceso de investigación, porque es ese uno de los enfoques 
principales. La Acción de Protección desde la perspectiva de los principios, que 
facilita convenientemente todo el recorrido, se fundamenta en ellos para 
entenderse como acción constitucional como se verá en detalle más adelante. 
1.1.2. Principios de igualdad y equidad. 
Son estos principios de igualdad y equidad los pilares sobre los que se erige el 
postulado normativo y jurisprudencial de la defensa de los derechos humanos, 
alimentados por las perspectivas de género y de derechos. No debe ignorarse, 
además, que la violencia intrafamiliar es principalmente violencia contra la mujer 
de todas las edades, víctimas de todo tipo de violencias: verbal, psicológica, física, 
sexual, económica, patrimonial, discriminaciones generalizadas, etc. Por esa 
razón la argumentación de la propuesta a la que se llega, tiene como columna 
central estos dos elementos: igualdad y equidad, sin igualdad no hay justicia. 
Con RAWLS se dice que existen restricciones, “constricciones”, en algunas 
organizaciones, como el caso de la familia, unidad básica de la sociedad, que 
limita a sus miembros, pero de otra parte pueden ayudar a establecer la equitativa 
igualdad de oportunidades: “Los padres (mujeres y hombres por igual) son 
ciudadanos iguales que tienen derechos básicos iguales, incluido el derecho de la 
propiedad: deben respetar los derechos de sus hijos (derechos que éstos tienen 
en cuanto ciudadanos potenciales) y no pueden, por ejemplo, privarles de la 
atención médica esencial. Además para instaurar la igualdad entre hombres y 
mujeres en el reparto del trabajo de la sociedad, en la preservación de su cultura y 
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en la reproducción de sí misma a lo largo del tiempo, se necesitan cláusulas 
especiales en el derecho familiar (y sin duda en más sitios), de tal forma que la 
carga de dar a luz, de criar y educar a los hijos, no recaiga más únicamente en las 
mujeres, pues ello socavaría su equitativa igualdad de oportunidades.”28 
Al abordar el tema del derecho al acceso a la justicia, y en este caso en particular 
al derecho al acceso a la justicia constitucional, se habla de los principios de 
igualdad y libertad para llegar en un plano de equidad para que las partes 
involucradas puedan participar de un modelo de justicia autocompositivo o a un 
modelo de justicia restaurativa, o de cualesquiera otros modelos que se puedan 
concebir para la materialización del derecho primario (justicia). 
Pese a lo anterior, no se puede perder de vista que en tratándose de poblaciones 
en situación de vulnerabilidad, o de personas de protección especial o reforzada, 
es decir violencias basadas en género –VBG-, que sean víctimas o potenciales 
víctimas de conculcación de sus derechos, debe tenerse presente la cláusula de 
no discriminación, contenida en art. 1329, lo cual significa que la igualdad debe 
necesariamente ser exaltada entre desiguales, quienes deben ser entendidos y 
atendidos desde la perspectiva de esa desigualdad.  
La jurisprudencia latinoamericana se ha pronunciado y no hay mejores términos 
para definir la igualdad, que un aparte de una sentencia de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación mexicana: “…La igualdad en nuestro texto constitucional 
constituye un principio complejo que no sólo otorga a las personas la garantía de 
que serán iguales ante la ley en su condición de destinatarios de las normas y de 
usuarios del sistema de administración de justicia, sino también en la ley (en 
relación con su contenido). El principio de igualdad debe entenderse como la 
exigencia constitucional de tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales, de 
ahí que en algunas ocasiones hacer distinciones estará vedado, mientras que en 
otras estará permitido o, incluso, constitucionalmente exigido.”30 (Destacado fuera 
del texto) 
                                                          
28
 Rawls, John. “Ideas fundamentales” en La Justicia como Equidad: Una Reformulación, Barcelona: Paidos. 2010. Pág. 34 
29
 “Artículo 13. Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las 
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circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan.” 
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 Suprema Corte de Justicia de la Nación. México  9a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; XXIV, Septiembre de 2006; 
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El derecho de igualdad lleva implícito el derecho a la no discriminación, y el de 
equidad no necesariamente lo contiene. Por vía de ejemplo, la discriminación 
positiva a través de acciones afirmativas, pueden estar legal o constitucionalmente 
exigidas en algunas ocasiones, a fin de lograr el cometido, pero tiene el riesgo de 
ser subjetivo, es decir de quedar a criterio de quien hace el proceso de adecuación 
de lo que es “políticamente correcto”, equitativo. 
La igualdad es un concepto que en la actualidad tiende a ser reivindicado, 
rescatado desde el feminismo, que entiende que la igualdad debe reflejarse en un 
trato igualitario cuando de oportunidades se trata, y en un trato diferenciado 
cuando se trata de destacar identidades, por ende diferencias. Entonces, la 
igualdad es repudio a la discriminación, trato igual pero también diferenciado y 
principio que puede ser exigido aún a los estados: “Finalmente, sin la garantía de 
igualdad, de nada servirían los derechos humanos porque habría miles de 
justificantes para limitarlos en razón del sexo, la etnia, edad, habilidad, orientación 
sexual, etc.”31 
 
No obstante, no se puede soslayar la equidad como un principio general del 
derecho, que busca desvanecer barreras de justicia y de acceso a ella. Por tanto 
no puede sustraerse del debate sobre los derechos humanos de los hombres y las 
mujeres, desde una perspectiva de género. En esa dinámica se articula la relación 
entre igualdad y equidad. 
En el desarrollo de principios, elevados a categoría de derechos, de derechos 
materiales, no solo por el hecho de ser positivizados sino por la oportunidad de ser 
exigidos, se contemplan reglas que cumplen la función de efectivizarlos, pues 
aquellos, incrustados en al alma del Ordenamiento, se encargan de orientar.  
En este orden de ideas, a las segundas que serían las reglas propiamente dichas, 
se les otorga la función de materializar los principios, como los de igualdad y 
equidad, como los de justicia y acceso a ella. En materia de violencia intrafamiliar 
se encuentra esa conjugación, primero, con una preceptiva que reconoce la 
existencia de principios, como aquellas disposiciones de orden supranacional y 
Constitucional, que integran un solo cuerpo normativo (bloque de 
constitucionalidad en cuanto a derechos humanos se trate). Segundo, con una 
normativa que la instrumentaliza, la hace operativa, y la integran aquellas 
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disposiciones regulatorias o reglamentarias para el ejercicio de los derechos 
contenidos en los principios. 
Siguiendo las anteriores directrices, hay lugar a afirmar en el análisis del tema en 
cuestión, que la naturaleza Constitucional de la Acción de Protección de la 
Violencia Intrafamiliar, tiene una perspectiva, la de reglas y principios, y desde 
éstos los de igualdad y equidad, sus diferencias y la detección de los baluartes en 
que se puedan constituir como defensa del discurso para la fundamentación y 
sostén del planteamiento hipotético. 
Los principios iluminan todo el trazado, pues de ellos dimana la fuerza de la 
Acción. Principios soportados por reglas que los hacen exigibles, que se puedan 
materializar: la vida, la vida digna, la libertad, el libre ejercicio de la personalidad, 
la integridad, la intimidad, el honor, la dignidad, etc. Todos son principios que a 
través de la Acción pueden consolidarse, y la Acción misma contemplada como 
instrumento para cristalizar el principio de acceso a la justicia, como un fin, pero 
también como un medio. Las reglas, los instrumentos para concretizar los 
propósitos. 
1.2.     Justicia  Constitucional y procesos constitucionales. 
 
Para efectos de la comprensión de la naturaleza que aquí se predica de la Acción 
de Protección de la Violencia Intrafamiliar, se juzga necesario ubicar y visualizar el 
ambiente dentro del cual se desenvuelve el proceso; para ello, se incursiona en 
temas como el de justicia y justicia constitucional, siendo éste, el escenario natural 
de la acción, sobre los cuales se hacen precisiones conceptuales que favorecerán 
la sustentación teórica de la propuesta. 
1.2.1. La Justicia como derecho. 
El presente acápite tiene como objetivo ir despejando el terreno sobre el cual se 
mueve sinuosamente el discurso del ejercicio de los derechos. La justicia como 
medio.Es así como la definición de la justicia cobra relevancia y es un peldaño 
básico para continuar con la enmarcación de la Acción de Protección. 
 
La aspiración de justicia  es la eterna aspiración del hombre a la felicidad, es decir 
la felicidad como elemento de identidad con la justicia de Platón, o el imperativo 
categórico kantiano “condúcete de acuerdo con aquella máxima que tu desearías 
se convirtiera en ley general” o “dar cada uno lo suyo” como definición de justicia, 
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atribuida a uno de los siete sabios de Roma, o la ética de  la virtud aristotélica, en 
donde la justicia, en esa categoría, es la más alta, la virtud perfecta. 
 
Kelsen define la justicia como un sistema fruto del desarrollo del entorno de donde 
surge, por consenso, espontáneo o no, deliberado o no, es“…un sistema positivo 
de valor, no es la creación arbitraria de un individuo aislado sino que es siempre el 
resultado de influencias individuales recíprocas dentro de un grupo dado (familia, 
raza, clan, casta, profesión) bajo determinadas condiciones económicas.”32 
 
Pero en fin, cualesquiera que sean las definiciones u opiniones que en torno al 
tema de justicia se analicen, siempre su respuesta será inacabada, inconclusa, 
imperfecta, “…de aquí que el problema de la justicia, aun cuando se lo reduzca a 
la cuestión de saber si una medida social es medio adecuado para lograr un 
supuesto fin, no puede ser siempre solucionado racionalmente.”33 
 
Después de algunas disquisiciones y de haber auscultado diferentes corrientes de 
pensamiento para indagar qué es la justicia, Kelsen concluye que no puede, como 
afirman los grandes eruditos Platón, Kant, Aristóteles entre otros, dar una 
definición de justicia absoluta, pero se conforma con la de justicia relativa:“…es 
aquella bajo cuya protección puede florecer la ciencia, y con la ciencia la verdad y 
la sinceridad, es la justicia de la libertad, la justicia de la paz, la justicia de la 
democracia, la justicia de la tolerancia.”34 
 
Resultaría pretencioso terciar en el debate con la formulación de una definición, 
por ello sin más, por acercarse a estos fines, nos quedamos con Kelsen, con la 
modestia de su respuesta a la que llega después de sentenciar que no es factible 
en el discurso de su ensayo llegar a una concluyente definición, la que como se 
dijo, nutre la orientación de esta labor, pues en efecto, el derecho a la paz, a la 
tolerancia, a la democracia, a la libertad solo pueden garantizarse a través de la 
justicia, por cuyo conducto se materializan, se constituyen en derechos materiales, 
entendidos así en yuxtaposición con los derechos formales que pueden quedar en 
el texto sin lograr su realización.  
 
Para estos propósitos, el acercamiento a la definición satisface las expectativas, 
pues es precisamente la noción de justicia sobre la que se edifica la formulación 
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 Kelsen, Hans. ¿Qué es la Justicia? Ciudad de México D.F. Ed. Distribuciones Fontamara S.A. Primera Edición 1991. 
Décimo séptima reimpresión 2005. Pág. 27.  -Traducción Ernesto Garzón Valdés- 
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teórica de la organización política y social de la Nación, en procura de un “orden 
justo”. La misma Carta en su catálogo de derechos, además de su Preámbulo, 
consagra el derecho de acceso a un orden justo, a una justicia en pie de igualdad, 
que pregona la primacía de los derechos de la familia y la igualdad de los 
derechos del hombre y la mujer, y con ellos la creación de una justicia familiar 
para garantizar la protección a su integridad y la de sus miembros cuando estén 
en riesgo sus derechos o haya vulneración de los mismos, que por regla general 
coinciden con ser derechos humanos, derechos fundamentales. 
 
El Ordenamiento jurídico, la sociedad, la ciudadanía se ha ido apropiando y le ha 
ido dando cabida a una instancia de justicia, la justicia constitucional que “…ha 
alcanzado en Colombia tal grado de importancia en el sistema político y en la 
opinión pública, que hoy día no se puede pensar más que en un orden 
constitucional vigente y efectivo, igualmente idóneos de control de 
constitucionalidad y de defensa de los derechos fundamentales de las 
personas.”35. Ha conducido a un estado de sometimiento de la institucionalidad y 
del conglomerado social “en situación  jurídica o fáctica de poder” a la 
Constitución, a sus principios, a sus normas superiores en aras de mantener el 
orden público, la seguridad jurídica y de materializar los derechos de sus 
asociados. 
 
A diferencia de la Constitución de 1886, en la que el decálogo de derechos estaba 
en el mero enunciado, en la de 1991 “…fue su contribución a que los jueces 
tomaran en serio las normas de derechos humanos y empezaran a aplicarlas en 
sus decisiones. Esa evolución representa un avance notable, sobre todo si 
comparamos la actual situación con la práctica jurídica existente antes de 1991, 
cuando las normas de derechos humanos no tenían ninguna aplicación 
judicial…”36 lo que de por sí pone a la justicia a la merced de quien pueda 
reclamarla para sí o para la defensa de la supremacía Constitucional.  
 
Recapitulando: es entonces la justicia de la paz, de la convivencia y de la 
tolerancia a la que la apunta esa justicia familiar, condensada a través de claros 
dispositivos normativos (5, 13, 42, 43, 44) que no se agotan en su enunciación, 
sino que deben armonizarse con el decálogo de derechos contenidos en la misma 
Carta, pues el derecho a la paz y el derecho a la justicia deviene del mismo 
Ordenamiento y de Normas Superiores, supranacionales, conclusión a la que se 
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 Alemán Peñaranda, Iván Mauricio. Formalización o Democratización de la Justicia Constitucional en Memorias Segundo 
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llega al integrar el postulado de “bloque de constitucionalidad”, por tratarse de 
derechos humanos positivizados. 
 
1.2.2. Derecho de acceso a la justicia 
 
El derecho a la justicia como derecho fundamental debe contemplarse en 
correlación con otros derechos fundamentales. Puede ser el núcleo esencial de 
otro derecho, como es el caso del derecho al debido proceso, sin que sea fácil 
su delimitación, ingresando en la zona de penumbra o “zona de integración”, lo 
que no conduce a una exclusión mutua, y que por tratarse de entes de igual 
condición, ambos se integran entre sí y no el uno al otro o viceversa, sino que en 
ese plano de igualdad su integración es recíproca y así se supera la objeción que 
plantea el principio de no contradicción37. 
 
El derecho de acceso a la justicia o derecho a la justicia no es un derecho 
absoluto, en cuyo caso el teorema de colisión no sería aplicable y dice Alexy: “En 
el caso de los principios absolutos, se trata de principios sumamente fuertes, es 
decir de principios que, en ningún caso, pueden ser desplazados por otros. Si 
existen principios absolutos, hay que modificar la definición de principio que, en 
caso de colisión, tiene que preceder a todos los otros principios, es decir,  también 
a aquel que dice que las reglas expedidas tienen que ser obedecidas, significa que 
su realización no conoce límites jurídicos”38. Por esa razón no se pretende poner 
en esa cúspide, pero sí en condición especial y de condición sine qua non para la 
exigibilidad39 de otros derechos. Sin acceso a la justicia no hay posibilidad de 
exigir los derechos, luego se quedan en un enunciado; entonces el derecho de 
justicia les da la dimensión de derecho material a los demás derechos que puedan 
ser exigibles, desde luego, de la mano de otros derechos con los que se 
interrelaciona, como el del debido proceso y con él del derecho a la defensa. 
El acceso a la justicia es un derecho de los miembros de una comunidad y se 
apela a RAWLS quien asegura que la idea “…más fundamental de esta 
concepción de la justicia, es la idea de la sociedad como un sistema equitativo de 
cooperación social a lo largo del tiempo de una generación a la siguiente”40, con 
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las ideas de la participación de ciudadanos en esa cooperación en condiciones de 
libertad y de igualdad y el de una sociedad edificada sobre la concepción pública 
de justicia. 
Esto conduce a una propuesta interesante, en lo que TEUBNER formula como una 
solución para el derecho, y es la de desarrollar estructuras reflexivas que puedan 
compensar el desequilibrio del poder y ante la interacción entre economía, política, 
cultura y derecho, es reflexivo en la medida en que el sistema en sí mismo 
estimula procesos de autorregulación social41. Para nuestro contexto, es la 
organización de modelos de autocomposición de diferencias suscitadas en el seno 
familiar, en un ambiente de equilibrio para sus intervinientes, empoderadas, en 
donde lo dialógico facilite el proceso, haciendo énfasis en que opera como un 
modelo de prevención, más no de intervención cuando se esté ya en presencia de 
situaciones de violencia intrafamiliar.  
Por eso desde aquí se integra a la teoría de RAWLS, que desde la “posición 
original” esgrime que extiende el acuerdo equitativo a un acuerdo  “…sobre los 
principios de justicia política para la estructura básica. Si las partes son libres e 
iguales, están adecuadamente informadas y son racionales, podemos decir que la 
posición original es una situación equitativa.”42. De ahí que bajo esas premisas 
ambas proposiciones se adecuen articuladamente, favoreciendo proposiciones 
viables y encaminadas a facilitar los medios para acceder a la justicia material. 
El acceso a la justicia es uno de los fines del Estado. Se materializa con igualdad 
de oportunidades, no solo de acceder a un juez, sino a un proceso y a la 
jurisdicción43, y debe facilitar a la ciudadanía en general, pero en particular a las 
víctimas o potenciales víctimas de la violencia intrafamiliar, promover las acciones 
encaminadas a demandar protección y el restablecimiento de sus derechos. 
Si bien se ha facilitado de alguna manera la posibilidad de llegar a los estrados de 
justicia a través de fundamentos Constitucionales, legales, normativos, de valores 
y de principios, no se han suministrado las suficientes herramientas para su 
concreción, ya que siguen existiendo talanqueras de acceso. La más dura y difícil 
de superar es la talanquera interpretativa, que se presenta al momento de la toma 
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de decisiones, siendo entonces sus operadores, los agentes del Estado, quienes 
vienen propiciando y constituyéndose en los mayores obstáculos, validos de 
procesos hermenéuticos vacíos, generando una cultura de impunidad y de 
deslegitimación institucional, tanto de los estrados judiciales, como de las acciones 
o herramientas aludidas. 
La garantía, la materialización efectiva de los derechos fundamentales inspira la 
posibilidad de acceso al ejercicio de otro derecho fundamental, el acceso a su juez 
natural para demandar se haga justicia. “El garantismo, bajo este aspecto es la 
otra cara del constitucionalismo, estando encaminado a asegurar las técnicas de 
garantía idóneas para garantizar el máximo grado de efectividad a los derechos 
reconocidos constitucionalmente...”44(Sic) 
Como se ha anotado, el análisis se dirige exclusivamente bajo la perspectiva 
jurídico-procesal-constitucional, sin sucumbir a la tentación de ahondar en la 
crítica de la situación actual del acceso a la justicia como derecho, en especial 
frente a la situación materia de estudio -la violencia intrafamiliar- y así se procede. 
El acceso a la justicia se erige entonces como principal de los derechos humanos, 
porque posibilita la materialización de los derechos proclamados, sean estos de 
estirpe Constitucional o de origen supranacional, y así lo ha sentenciado la 
Jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, que exige de 
los estados la implementación de instancias de justicia para ejercitar, materializar 
y efectivizar los derechos positivos. Así lo establece, además, los arts. 5 y 6 de la 
Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer; el art. 8 de la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, el art. 2.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos, el art. XVIII de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del 
Hombre y el art. 8.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 
Con ocasión de los 10 años de la Ley 24.417 de la República Argentina se produjo 
un documento publicado por Haydeé Birgin, en donde se aborda, entre otros 
temas, el de acceso a la justicia que “…supone la oportunidad de convertir una 
circunstancia que puede o no ser percibida como un problema en un 
cuestionamiento jurídico. Esta posibilidad requiere varias etapas: (i) reconocer la 
existencia de un problema; (ii) identificar ese problema como de naturaleza 
jurídica; (iii) identificar a la persona (pública o privada) responsable de haber 
causado el problema o que hubiera incumplido la obligación de resolverlo; (iv) 
convertir el problema en una demanda o reclamo judicial o administrativo; (v) 
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sostener el proceso generado como consecuencia de la judicialización del 
problema, con todo lo que ello implica: instar al proceso, seguirlo y monitorearlo 
con la ayuda profesional necesaria en su caso; y (vi) una vez lograda la decisión 
judicial o administrativa perseguida, intentar hacer efectiva la resolución judicial.”45 
Es así como el acceso a la justicia se refleja: la existencia del problema suscitado 
a manera de conflicto en el seno del núcleo doméstico trasciende lo racional y 
busca salidas violentas para su “solución”. Encuentra la dimensión de problema y 
más concretamente de problema jurídico, pues pone en tensión el límite de los 
derechos (derechos humanos) que desde ahí se suponen amenazados o 
vulnerados por un presunto responsable o trasgresor de esos derechos. Suscitan 
una contención, en donde se reclama por la víctima y para la víctima la 
restauración y restablecimiento de aquellos que le han sido conculcados o puestos 
en riesgo, moviendo a la jurisdicción a pronunciarse para lograr el cometido de la 
acción a través de un proceso. Este queda enmarcado en un ejercicio de litigio con 
plenas garantías procesales para los intervinientes, se decidirá y velará por el 
cumplimiento de sus decisiones. De esta manera es como puede garantizar el 
acceso a los derechos, primero al de justicia y seguidamente a la materialización 
de las libertades a través de acciones tuitivas previamente establecidas, en este 
caso por la Constitución y la Ley. 
El acceso a la justicia en nuestro caso, es la garantía basilar constitucionalmente 
prevista sobre la que se erige toda la arquitectura de los derechos humanos, pues 
sin ella éstos quedarían solamente mencionados, enunciados y con ella, la 
posibilidad de su materialización ante la opción de acudir ante la instancia que 
está facultada para facilitar el ejercicio pleno de los mismos. 
Se acude a la justicia para reclamar protección derechos humanos amenazados o 
conculcados, sin que sea necesario que se configure la vulneración para exigir la 
el amparo de los mismos, sino que basta que se pongan en riesgo, que 
fundadamente se considere su amenaza para producir la respuesta del Estado 
encaminada a evitar que el daño se consume, y ya ante el hecho cumplido, la 
cesación de la infracción, la restauración, reparación y restablecimiento. 
El acceso a la justicia es el derecho al que tienen todas las personas para que se 
decidan sus conflictos ante una instancia determinada y determinable, imparcial, 
neutral y de contera se entiende la actividad judicial como principio fundamental 
para hacer justicia a través de decisiones justas, apegadas al sentido del 
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Ordenamiento Superior, pretendiendo el amparo, garantía y desarrollo de los 
derechos fundamentales, o dirimiendo controversias con la ley como faro 
regulador, en igualdad de condiciones. De ahí que la operatividad de la justicia, 
“…se hace efectiva cuando las instituciones procesales creadas como 
instrumentos para asegurar su vigencia, arbitran los mecanismos idóneos para 
que puedan acceder a ellas todas las personas en condiciones de igualdad…46” 
En suma, el derecho a la protección de las garantías y libertades fundamentales, 
se materializa a través del acceso a la justicia constitucional, pues 
independientemente de la discusión referente a la naturaleza de los derechos 
fundamentales, lo esencial radica en la materialización de los mismos, a través de 
su ejercicio y la demanda de su protección por medio de claros instrumentos 
procesales. 
 
La tutela procesal efectiva es la consolidación del derecho de acceso a la justicia, 
en el ejercicio de las formas propias de cada juicio, con el único fin de lograr la 
vigencia de los derechos, esto es, que se supere la mera formalidad de llegar al 
juez para ir más allá a fin de obtener, de su juez natural, decisiones que 
concreticen tales derechos, en un ambiente de independencia e imparcialidad, 
como así lo contempla el art. 8.1 de la Convención Americana de Derechos 
Humanos. Ese contenido no se agota con llegar a las instancias de justicia, se 
agota cuando se asegura a través de un procedimiento idóneo la plena 
satisfacción de los intereses amenazados o vulnerados y así lo trae el art. 25.1 de 
la Convención, de acceder a un recurso efectivo, en suma, a un juez, a un 
procedimiento rodeado de garantías y a la efectividad en la solución de los 
conflictos suscitados. 
 
Pero aún hay más, y tiene que ver con la ejecución de las decisiones, que atañe 
también a esa figura de la tutela judicial efectiva, que debe ser la concreción o 
configuración en la realidad, a través del restablecimiento de su derecho y 
eventualmente la reparación del daño. En materia de lo que hemos dado en llamar 
“Justicia familiar”, se trata de la posibilidad que tienen las víctimas o potenciales 
víctimas de la violencia doméstica de acudir ante una instancia de justicia en 
donde funcionarios investidos de potestad jurisdiccional puedan brindarle la 
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efectivización de sus derechos, en palabras de Ferrajoli, a través de las técnicas 
de garantía idóneas para su  concreción. 
 
No obstante lo anterior, los modelos de autocomposición sugeridos en párrafos 
anteriores a raíz de la propuesta de procesos de autorregulación social, 
corresponden de alguna manera en la práctica a modelos de mediación, o mejor, a 
modelos alternativos de solución de conflictos, que de todas maneras no alcanzan 
la dimensión de la formulación de RAWLS, pues estos mecanismos, en nuestro 
medio, no están edificados sólidamente sobre acuerdos sociales en términos de 
libertad e igualdad, ni de información. Por lo tanto aún no se consolidan como 
acuerdos sobre principios de justicia, sino apenas asomos experimentales en 
procesos de maduración paulatina.  
 
Claro que en materia de violencia intrafamiliar, la autocomposición, llámese 
mediación o la conciliación jurídicamente reglada tiene dificultad de ser aplicada 
bajo esos principios de igualdad y de libertad, lo que ha generado algún grado de 
controversia en los operadores jurídicos, no solo sobre su legalidad sino sobre su 
conveniencia. Corrientes de presión feminista la desprecian por considerarla que 
vulnera los principios aludidos y que no se conducen en términos de equidad, ya 
que la víctima en condición de tal, no estaría en posición válida ni equitativa de 
negociación, menos cuando la violencia por sí misma nada podría tener de 
conciliable. 
 
La Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar es entonces la puerta de 
acceso a la justicia familiar, pues derivada de ella se deben adoptar decisiones en 
torno de todos aquellos aspectos que atañen a la familia involucrada. La justicia 
familiar, debe ser entendida como aquella instancia prevista en principio por la 
Constitución y por la ley para dirimir los conflictos que se suscitan entre los 
miembros de un núcleo doméstico o familiar. Aquí podemos hablar de un derecho 
familiar constitucional, por ser la misma Carta la que contempla su protección. 
Entonces en esta materia de acceso a la justicia familiar hay dos modelos: el 
ordinario y el extraordinario. El primero representado por todas aquellas acciones 
de las que se encarga el juez ordinario, dirimiendo los conflictos propios de la 
dinámica familiar, que van desde el nacimiento, la filiación, el matrimonio, la 
sucesión y en general las derivadas de las relaciones que se presentan en torno a 
esas figuras del Derecho de Familia, buena parte de él aún hoy incrustado en la 
legislación civil.  
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El otro, el extraordinario, representado por las instancias judiciales a las que se 
puede acudir ante la vulneración de derechos humanos fundamentales, por medio 
de mecanismos procesales expeditos, sumarios y contundentes en su cometido, 
para proteger y restablecer los derechos amenazados o conculcados y que sólo a 
través del amparo constitucional se puede lograr, es decir, a través de la acción de  
violencia intrafamiliar cuando el origen o razón de esta amenaza sea el flagelo de 
la violencia doméstica. Resulta ser extraordinario, porque es la sede que tiene la 
capacidad de reaccionar con la agilidad y la contundencia que la problemática 
amerita, por eso puede procederse breve y sumariamente, sin mayores dilaciones, 
atendiendo al propósito de protección que los inspira. 
Y así se entiende: “Este es justamente uno de los elementos que sirven para 
delimitar  la frontera entre los procesos de amparo y los de carácter ordinario. En 
el amparo la violación o amenaza de conculcación se debe acreditar sin mayor 
debate probatorio. Por ello, cuando un acto, omisión o amenaza que en principio 
viola o amenaza violar un derecho fundamental, pero para cuya acreditación se 
requieren probanzas exhaustivas, en tal hipótesis el afectado tiene que plantear el 
asunto  en la vía ordinaria y no residenciarlo en la jurisdicción constitucional.”47, 
siendo la carga probatoria un elemento de deslinde entre la acción extraordinaria y 
una ordinaria para determinar su sendero procesal y la competencia. 
En síntesis podemos concluir que la multifactorial problemática que puede darse 
en el interior de la familia y en particular la padecida por sus miembros con 
ocasión de la violencia intrafamiliar (doméstica), cuenta con una instancia propia 
de atención. Se trata de la extraordinaria prevista, en principio por la propia 
Constitución en los arts. 2, 42, 43, 44, 85 y 89, como más adelante se indicará. 
 
1.2.3.  Jurisdicción constitucional 
Se plantea una polémica sobre la terminología adecuada para designar este 
concepto, de si es “Jurisdicción Constitucional” o “Justicia constitucional”. Fix-
Zamudio se inclina por la designación de “Jurisdicción Constitucional” por ser más 
afín a los rasgos de las labores que se desarrollan en el ámbito de ese escenario, 
y porque la “…justicia constitucional debe ser considerada como un sistema o 
plexo teórico y doctrinario en su conjunto, que trata de cómo se lleva a cabo el 
control constitucional y temas afines. En cambio, la jurisdicción constitucional sería 
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un análisis detenido del órgano calificado para hacerlo…”48, argumentación por la 
que se ha decidido seguir esa misma línea. 
 
Hay la discusión de si la jurisdicción es una o son múltiples, y se las define: “Las 
jurisdicciones  son los órganos del Estado que aseguran la aplicación de las reglas 
del derecho establecidas de esta forma por los gobernantes: éste es el poder 
judicial o jurisdiccional (siendo preferible esta última expresión, ya que la palabra 
“judicial” sólo se aplica a una categoría de jurisdicción)”49. 
 
Duverger opta por la diversidad, originada por las diferentes actividades 
jurisdiccionales, la multiplicidad de jurisdicciones que lleva a las diferentes 
categorías de jurisdicciones, que es finalmente el criterio recogido en nuestro 
medio, en donde se reconoce la coexistencia de las jurisdicciones, la penal, la 
civil, la laboral, de familia, la agraria, la contencioso administrativa y naturalmente 
la constitucional, pero todas ellas instituidas para cumplir con la satisfacción de los 
fines del Estado, proteger la vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 
libertades de los ciudadanos (art. 2) y para “…atender tan alta misión, cual es la 
“función jurisdiccional”  (art. 116 ibídem), la Rama Judicial está organizada 
jerárquicamente y sus funciones distribuidas conforme a los diversos campos de 
especialidad jurídica, que no son sino formas para facilitar sus fines, pero que no 
constituyen “toldas aparte” y por ello la  integración y la hermandad debe ser la 
meta”50. Vista tal distribución desde la perspectiva formal, ella ha de facilitar la 
satisfacción del derecho de acceso a la justicia, a través de instancias 
especializadas de justicia en aras de un acercamiento de un juez experto a un 
tema específico, a una causa determinada, lo que de alguna manera trasciende a 
lo meramente formal. 
 
Entonces se encuentra la Jurisdicción Constitucional, que está integrada por todas 
aquellas instancias investidas con la facultad de reconocer la fuerza normativa y 
superior de la Constitución y hacerla prevalecer; la constituyen todos los 
procedimientos judiciales encaminados a garantizar la observancia de la Carta y la 
plena vigencia de los derechos fundamentales. “Actualmente, la jurisdicción 
constitucional, se concibe no solo como un medio jurídico de defensa del texto 
constitucional, sino como un verdadero medio de logro del consenso social y de la 
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configuración de la sociedad con fundamento en los valores, principios y derechos 
que la constitución encarna”51. Por consiguiente, debe tenerse como el elemento 
de equilibrio encaminado a la consolidación de la paz y de la democracia, que no 
la pone por encima de los demás poderes (legislativo y ejecutivo), es decir, sin 
relaciones jerárquicas, sino armónicas y complementarias para cumplir con el 
cometido de la Carta, art. 2 “…servir a la comunidad, promover la prosperidad 
general y garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes 
consagrados en la Constitución”. 
 
Moreira concluye: “La jurisdicción constitucional trae consigo, como uno de los 
principales fundamentos, el principio de la supremacía de la Constitución, pues de 
la forma como ésta se sitúa en el ordenamiento jurídico, en grado de superioridad, 
es necesario que haya mecanismos de control de constitucionalidad…”. Prosigue 
señalando como efecto, “…al menos en el plano teórico, es que cuanto más la 
jurisdicción constitucional se abre a la sociedad, más legitimidad tiende a agregar 
a su actividad y, con eso, mayor el grado de confiabilidad y respeto podrá obtener 
del medio social.”52. Entonces el efecto además de jurídico es político, y encuentra 
sentido porque la Carta es fundamentalmente Política, y la constitucionalización 
del derecho es un nuevo sendero que se recorre, como consecuencia de darle, 
además de sentido político a la Constitución, sentido jurídico. 
Ya se habló sobre el propósito de la jurisdicción, cual es el de dirimir conflictos. Sin 
embargo, en materia de la justicia constitucional existe la Acción Pública de 
Inconstitucionalidad, que puede ser interpuesta por cualquier persona en pleno 
ejercicio de la ciudadanía, a la que se accede sin necesidad de mostrar lesión o 
daño personal, para lo cual se debe someter la norma a cotejo con el 
Ordenamiento Superior para fijar su vigencia, su validez, en fin, su afinidad a la 
supremacía de la Carta; cuenta, además, con la vía de acción, modelo 
concentrado de fuero exclusivo de la magistratura constitucional, en nuestro medio 
atribuido a la Corte Constitucional y en materia de legalidad al Consejo de Estado.  
 
Por vía de excepción, modelo difuso, cuando una norma jurídica se inaplica por 
autoridad judicial o administrativa en escenario de debate ínter partes, con efectos 
que se limitan exclusivamente a ellas.  
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Adicionalmente en sede constitucional -jurisdicción-, cuando se trata de amenaza 
o vulneración de derechos fundamentales individuales, en la que se debate la 
garantía de esos derechos ante las autoridades establecidas para ello. En el caso 
de los juicios de tutela y de hábeas corpus a los jueces que se les inviste de tal 
potestad. En materia de juicios de protección de la violencia intrafamiliar, a 
comisarios de familia y en su defecto -es decir ante ausencia de este servidor- a 
Jueces de la República. 
 
Se limita el análisis a las acciones encaminadas a la protección de los derechos 
individuales fundamentales, a fin de no extender el debate ni distraerlo del tema 
central que inspira la presente investigación. Así pues, en materia, dos acciones 
se circunscriben a este propósito, la acción de tutela y el hábeas corpus, pues se 
trata de garantizar y proteger derechos fundamentales de las personas, a la que 
se sumará la acción de protección de la violencia intrafamiliar. Las tres comparten 
elementos comunes: calidad y linaje constitucional de la acción que las contempla; 
protección de derechos individuales; procedimiento ágil y sumario, brevísimo para 
calificar superlativamente la agilidad; respuesta efectiva e inmediata para la 
protección y restablecimiento de derechos de los agraviados. 
 
En síntesis, encontramos que esas tres acciones se constituyen en el vehículo 
eficaz para garantizar la protección y restablecimiento de los derechos vulnerados, 
con lo cual se materializa el derecho de acceso a la justicia, no solo, se recalca, la 
posibilidad de acudir ante su juez natural, aquí juez constitucional, sino de que 
esos derechos sean real y materialmente amparados, que se constituyen en los 
dos elementos de garantía de acceso: juez natural y acciones eficaces para la 
finalidad del amparo previsto desde la propia Constitución. 
 
1.2.4. Derecho Procesal Constitucional 
El Derecho Procesal Constitucional en el entorno latinoamericano ha tomado 
particular fuerza y reconocimiento. En Colombia se consolida como un campo 
disciplinar ampliamente reconocido por la ley, la jurisprudencia, la doctrina, pero 
esencialmente por la propia Constitución. Previsto en principio como un apéndice 
del Derecho Procesal, pues de él abreva en sus comienzos, ha logrado su propia 
identidad, aunque mantienen íntima relación, por ejemplo conservan comunes sus 
principios. 
Es obvio que se relaciona con la jurisdicción constitucional “que recoge la 
magistratura constitucional y los procesos constitucionales” que guardan la 
supremacía de la Constitución, bien por la protección de su texto, ora por la 
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protección y garantía de los derechos humanos, y como llega con la nueva Carta, 
no deja de ser una novel disciplina.  
Se define el Derecho Procesal Constitucional como el conjunto de normas de 
naturaleza procesal-constitucional inmerso en los diferentes sistemas jurídicos, 
que comparte de ambas disciplinas, tanto del derecho procesal como del 
constitucional, para encauzar los litigios que se debaten a través de las acciones 
constitucionales, encaminados a defender la supremacía de la Constitución y de 
los Derechos Humanos. Como texto normativo (Código Procesal Constitucional) 
existe en algunas legislaciones (Perú) a la manera de cuerpo unificado; no 
obstante, en nuestro país existe una legislación que regula la materia de los 
procesos constitucionales, dispersa y específica para cada caso, lo que de 
ninguna manera niega o deslegitima la existencia de la institución. 
Las figuras de la jurisdicción constitucional, los procesos constitucionales y la 
magistratura constitucional han dado margen para que se vaya consolidando lo 
que se ha dado en llamar Derecho Procesal Constitucional, que se nutre 
naturalmente del Derecho Constitucional y de la Teoría General del Proceso, pero 
a la vez con una identidad propia, en un ejercicio hermenéutico con el que busca 
fijar el cumplimiento de su cometido misional, la defensa de la supremacía de la 
Constitución y el amparo de las garantías fundamentales, corriente generalizada 
en nuestro entorno “…que bajo la inspiración del modelo difuso americano de la 
constitucionalidad de las leyes, muchos países tuvieron desde un comienzo un 
enfoque subjetivo de protección de los derechos, hasta el punto de ser en uno de 
estos países (México) donde surgió un proceso autónomo para la defensa de las 
posiciones subjetivas iusfundamentales.”53 
En un interesante ejercicio investigativo se realiza una Encuesta sobre Derecho 
Procesal Constitucional y se convoca para tal fin a los más destacados tratadistas 
que han liderado la discusión en sus países y en el contexto latinoamericano. He 
aquí algunas definiciones del Derecho Procesal Constitucional que interesan para 
este propósito académico: 
Desde Brasil, Ivo Dantas dice al respecto del Derecho procesal: “…como el 
conjunto de normas referentes a los requisitos, contenidos y efectos del proceso 
constitucional, esto es, aquel dirigido a la solución recurrentes en la aplicación de 
la Ley Magna, teniendo como tema principal de análisis la Jurisdicción 
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Constitucional, junto a la cual se sitúan las acciones referentes a la Jurisdicción 
Constitucional de las Libertades.54” 
Así mismo, en Colombia, Ernesto Rey Cantor: “…es un conjunto de principios y 
normas consagrados en la Constitución y en la Ley, que regulan los 
procedimientos constitucionales y los procesos constitucionales, cualquiera (sic) 
que sean los órganos encargados de preservar con justicia la supremacía de la 
Constitución y los derechos humanos.”55 
Entre los más consagrados, líder del tema, Héctor Fix-Zamudio desde México: 
“más que una verdadera definición he intentado una descripción del Derecho 
Procesal constitucional, como la disciplina jurídica ubicada dentro del campo del 
Derecho Procesal que se ocupa del estudio sistemático de las instituciones, los 
procesos y de los órganos por medio de los cuales  pueden resolverse los 
conflictos relativos a los principios, valores y disposiciones fundamentales , con el 
objeto de reparar las violaciones a los mismos.”56 
Algunos tratadistas definen o describen el Derecho Procesal Constitucional y 
concluyen coincidentemente que se trata de una disciplina que permite la 
salvaguarda y supremacía de la Constitución, y la protección y garantía de los 
derechos humanos  o la “Jurisdicción constitucional de las libertades” y se refieren 
a que todos los procesos y procedimientos que tengan esa finalidad, sea que 
estén contemplados en la Constitución o en las ley, son acciones que están 
enmarcadas en esa jurisdicción.  
Es entonces el Derecho Procesal Constitucional, el mecanismo para la 
materialización de los derechos, en particular el derecho de acceso a la justicia. 
Para ello “…el constitucionalismo ha forjado un nuevo modelo de comprensión  del 
derecho que ha abandonado el clásico modelo subsuntivo-aplicativo de las 
normas jurídicas por un modelo de argumentación ponderativo acorde con el 
carácter abierto de los principios, directrices, valores y derechos fundamentales 
que la Constitución contiene y que reclaman ser directamente aplicables por los 
jueces en los casos concretos”57. Esto con el propósito de regular y alcanzar las 
situaciones particulares que la costumbre y las situaciones y las necesidades 
sociales van imponiendo de una manera cada vez más vertiginosa y que no 
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pueden dar espera a la consolidación legislativa. Por tal razón la doctrina y la 
jurisprudencia abanderan la satisfacción de esos requerimientos sociales que se 
imponen, interpretando bajo el principio pro homine, que prima la garantía de los 
derechos fundamentales, los derechos humanos y el cometido esencial del Estado 
social de Derecho. 
 
La Caracterización del Derecho Procesal Constitucional arroja algunos elementos 
que le imprimen su propia identidad, como el caso de la “autonomía procesal” y en 
el contexto americano “…ante la existencia de un proceso autónomo de defensa 
de los derechos fundamentales como el amparo mexicano, la  concepción de  
“proceso constitucional” como empresa en la cual se constituye un litigio 
sinalagmático en torno a posiciones subjetivas constitucionales surge y se 
consolida en nuestro continente.”58 
La autonomía procesal como uno de los factores de identidad propia de esta 
Institución, fundamenta la actividad de la magistratura constitucional, que consiste 
en la integración del derecho procesal constitucional, lo que a su vez  da paso a la 
identificación de la competencia de los órganos judiciales constitucionales para la 
creación judicial de derecho“…consolidada acaso por la existencia inexorable de 
lagunas en el sistema normativo, como por la presencia de una producción jurídica 
desbocada… y que deja a los jueces en un papel central en la reconstrucción de la 
unidad  y coherencia del sistema jurídico…”59. 
La otra característica, la “ductilidad”, es esencial en el Ordenamiento, recogida en 
principio pro actione. “Partiendo del carácter instrumental y finalista del derecho 
procesal, dada la importante valencia de los bienes jurídicos tutelados en este tipo 
de procesos, las normas procesales constitucionales están sujetas a un constante 
reacomodo que permite protegerlas efectivamente… la adecuación de las 
formalidades al logro de los fines de los procesos constitucionales, la economía 
procesal, el impuso procesal de oficio y la socialización de proceso.”60 Este 
principio tiende de igual manera a efectivar el derecho material, brindando la 
oportunidad de acceso a la justicia.  
 
1.2.4.1. Principios procesales. 
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Se indicaba como el derecho procesal  Constitucional abreva de la Teoría General 
del Proceso, recoge buena parte de sus principios, pero es precisamente en el 
ejercicio del principio de la autonomía que se lo identifica. De ahí que los principios 
que suenan idénticos a los de cualquier disciplina procesal, presentan 
características propias, pues se repite, su proyecto teleológico apunta 
esencialmente a la defensa de la supremacía de la Constitución y de la garantía 
del ejercicio pleno de los derechos fundamentales, lo que per se marca distancia 
de los procesos ordinarios. 
Siguiendo a Eto Cruz, retomamos la clasificación por él expuesta, derivada de la 
positivización de los principios en el Ordenamiento Procesal Constitucional y 
hacemos una breve reseña: 
-Principio de dirección judicial del proceso, según el cual, al juzgador lo hace 
gerente del proceso, que no lo limita, que le da un claro activismo procesal en aras 
del cumplimiento del cometido del mismo y a fijar su convicción para la 
determinación de la decisión, ejerciendo un “poder-deber” para la administración 
del proceso y la actividad de las partes, a efectos de cumplir eficaz y pronta 
justicia constitucional. 
-Principio de la gratuidad, de alcances generales pues está de por medio el 
orden público constitucional; no solo interesa a las partes contendientes o al 
interés subjetivo, sino al valor objetivo que representa ese orden público, por tal 
razón no hay tasación de costas, es decir, no se liquidan los costes del proceso, ni 
hay imposiciones dinerarias a manera de aranceles judiciales para facilitar el 
acceso en un plano de igualdad. 
-Principio de economía procesal, inmanente a todo tipo de procesos, que no es 
otra cosa que obtener el mayor y mejor resultado, con la menor actividad judicial 
posible. En las causas constitucionales tiene un mayor rigor, pues se desechan 
todos aquellos procedimientos superfluos, sin sacrificio de otros principios como el 
debido proceso y el derecho a la defensa, pero las ritualidades procesales se 
limitan a lo esencial para trabar la relación jurídico procesal, la evacuación de la 
etapa probatoria y un fallo sin dilaciones. 
Tiene este principio vinculación con el de celeridad, previsto éste para el 
cumplimiento del propósito de urgencia que por regla general se imprime a los 
procesos constitucionales, en especial en aquellos en donde se debate garantía 
de derechos fundamentales. “En este sentido, el carácter preferencial y sumario 
de los procesos constitucionales deben convertirse en un baremo de ineludible 
observancia para los jueces constitucionales, que en palabras del TC, deben 
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reflejar mayor grado de sensibilidad constitucional  en la tramitación de tales 
procesos y no caer en el extremo formalismo que, dilatando excesivamente el 
proceso, lo convierta en un ritual legal carente de todo sentido y finalidad”61. 
-Principio de inmediación, concibe al juez como director del proceso, que 
conoce directamente de él, que se empapa en las diferentes etapas del juicio, de 
los pormenores de su desarrollo, tiene mayor contacto con los sujetos, con los 
elementos materiales de prueba, con las razones, en otras palabras, se erige 
como la cara humana del Estado en el ejercicio de administrar justicia. 
-Principio del impulso procesal oficioso, entendido como la carga del juzgador 
de dar trámite una vez impulsada la acción ante la jurisdicción, recordando su 
condición, la de director y gerente del proceso. No difiere este principio del de 
oficiosidad en la defensa de causas de incapaces y personas en una situación que 
les impida valerse por sí mismas. 
Dice Häberle, refiriéndose al principio dispositivo, por sistema procesal aplicable, 
“…Según él [el principio], el proceso es cosa de partes y el Juez debe juzgar  sin 
apartarse de lo propuesto en el marco de la demanda y la contestación, esto es, 
de la congruencia que reclaman los escritos constitutivos del proceso. En el 
proceso constitucional es fundamental y hace a la esencia de su función, controlar 
la constitucionalidad y legalidad de los actos de las autoridades –públicas y 
privadas-, de forma que la interpretación de los hechos y del derecho no puede 
tener el condicionante de lo alegado por las partes. Es imperioso ver hacia 
adelante, los efectos, las consecuencias y las circunstancias  que tiene el caso 
concreto frente a toda la sociedad.”62. Aplicar ese sistema o principio dispositivo  
dentro del proceso constitucional llevaría al traste con el principio del impulso 
procesal oficioso y del cometido del proceso, guardar, amparar, proteger la 
supremacía de la Constitución y la garantía de los derecho humanos, que no 
puede tener cortapisas ni condicionamientos en el ejercicio de juzgamiento. 
-Principio de la adecuación de las formalidades al logro de los fines de los  
procesos constitucionales, entendido como la preeminencia del derecho 
sustancial sobre las formalidades para la consecución de la consolidación del 
derecho material, que son cargas impuestas a todas las jurisdicciones, tanto la 
ordinaria como la constitucional; con todo, en el caso de las causas 
constitucionales, fundado en el principio de elasticidad, hay una mayor licencia 
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y Eloy Espinosa-Saldaña Barrera.  Editorial Porrúa. México D.F. 2006. Primera edición. Pág. 24.  Este ejercicio recogió las 
versiones de varios autores, entre ellos el aquí referenciado por Alemania, que contestaron la encuesta proyectada en 
instrumento inspirado por los Coordinadores 
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para procurar esa adecuación ante la inminencia de daños o la necesidad de 
superarlos cuando compromete derechos fundamentales, siempre amparado en el 
deber de interpretar las disposiciones Superiores y armonizar las actuaciones a 
sus elevados propósitos,  sin que se pueda concluir que en ese afán se puedan 
conculcar derechos principales como al debido proceso y a la defensa. 
-Principio de la continuidad del proceso constitucional frente a la duda de su 
conclusión (principio “pro actione”), derivado de una cláusula procesal 
contenida en el cuarto párrafo del artículo III del Título Preliminar  del Código 
Procesal Constitucional peruano que establece: “Cuando en un proceso 
constitucional se presenta una duda razonable respecto de si el proceso debe 
declararse concluido, el juez y el Tribunal Constitucional declararán su 
continuidad”, que no es otra cosa que la positivización  del principio pro homine 
libertatis, fundamento hermenéutico de interpretación de los derechos 
fundamentales. En la voz de Peter Häberle63, los procesos constitucionales son 
derecho constitucional, por ende debe velarse hasta último momento para su 
garantía y posibilidad de materialización. 
-Principio de la suplencia en la queja deficiente o “iura novit curia”, cual es la 
de dar la interpretación a las pretensiones del demandante y suplir esas 
deficiencias formales. Aquí es significativo que para la garantía de los derechos 
fundamentales, se debe ejercer ese “poder-deber” de escudriñar en la demanda 
para encontrar su sentido, e identificar el derecho comprometido y conforme a él 
proceder. 
- Principio de celeridad, que le imprime rigor en la tramitación del proceso, 
procurándolo ágil y expedito. La sentencia que define el conflicto siempre será 
dictada una vez se concluya la actividad probatoria y la presentación de los 
argumentos de las partes, lo que a su vez permite garantizar de mejor forma el 
derecho fundamental a un proceso sin dilaciones indebidas y el derecho 
fundamental al acceso a la justicia que, en un sentido material, incluye el derecho 
a que el conflicto sea resuelto de manera pronta. Insistentemente ha resaltado la 
Corte Constitucional colombiana la importancia de una justicia pronta, al punto de 
señalar que “…una decisión judicial tardía, constituye en sí misma una injusticia, 
como quiera que los conflictos que se plantean quedan cubiertos por la 
incertidumbre, con la natural tendencia a agravarse…”64 
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 Häberle, Peter. ob.. cit. Pág 22 
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 Sentencia C-543-11  M.P. Humberto Sierra Porto -Sentencia T-577 de 1998. En el mismo sentido las sentencias T-190 de 
1995, T-546 de 1995, T-450 de 1998, C-181 de 2002, T-366 de 2005 y T-753 de 2005. 
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En fin, podría traslaparse toda la gama de principios procesales y probatorios de 
los que se nutre el Derecho Procesal Constitucional, sin embargo, cabe afirmar 
que“…Todos estos principios no tienen plena aplicación en el proceso 
constitucional… En efecto, la premisa es diferente a la que señala la dogmática  
porque un proceso constitucional se resuelve protegiendo los derechos del 
hombre de las amenazas o agresiones directas o indirectas que el Estado o los 
particulares generan a través de sus actos.”65. En efecto, dada la calidad del 
proceso y su hondo calado humanista y, por regla general tuitiva, se separa de sus 
fuentes en atención a la autonomía de su condición. Si bien, como ya se anotó, se 
nutre de ellas, al adquirir su propia identidad adquiere una impronta que la hace 
independiente. 
 1.2.4.2. Principios de la prueba en los procesos constitucionales. 
Por considerar apropiada en este contexto la síntesis que plantea Hernández 
Valle, en aras de la brevedad será acogida en apretado recuento para ilustrar las 
características especiales del proceso constitucional, en especial en lo que al 
aspecto probatorio se refiere, dada la excepcionalidad de este tipo de procesos. 
En este sentido dice el referido autor: “De ahí que en algunos ordenamientos 
procesales constitucionales recientes, como el peruano, no exista una etapa 
probatoria. En efecto, en el artículo 9 de Código Procesal peruano se dice que 
‘Sólo son procedentes los medios probatorios que no requieren actuación, lo que 
no impide la realización de actuaciones probatorias que el juez considera 
indispensables, sin afectar la duración del proceso’.  
“Dentro de este orden de ideas, la jurisprudencia del Tribunal Constitucional 
español ha establecido que ‘Como es obvio y de acuerdo con el principio de 
relevancia procesal, el recibimiento a prueba solo procede cuando no hay acuerdo 
entre las partes sobre la ocurrencia de determinados hechos’ (ATC 507/1990)”66 
Así pues, entendida la prueba como la actividad encaminada a influenciar el 
convencimiento del juez o “al administrador de la veracidad de unos determinados 
hechos que se afirman existentes en la realidad”, en el proceso constitucional  
tiene particularidades, dada su excepcionalidad, su agilidad, su sumariedad. Por 
ello se habla de algunos principios que se adaptan al proceso de esta estirpe, y en 
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 Hernández Valle, Rubén. La prueba en los Procesos Constitucionales en “Perspectivas del Derecho Procesal 
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los que la prueba debe cumplir con algunos criterios elevados a la condición de 
principios: 
Principio de la eficacia jurídica: cumple la función de llevar al juez al 
conocimiento real de los hechos en que se funda la pretensión, a través de los 
elementos de juicio que permitan su íntima convicción; principio de unidad:  
conforma el haz probatorio que debe ser objeto de análisis y de crítica en todo su 
conjunto a fin de concluir sobre el convencimiento que de ellas se derive; 
principio de  comunidad, que una vez incorporada pertenece al proceso y no a la 
parte que la adujo, no se puede prescindir, renunciar o desistir de ella; principio 
de interés público de la función de la prueba, esto es que este interés supera el 
de las partes, que por ser de interés público la decisión o resolución del conflicto, 
independientemente de quién lo haya originado; principio de lealtad y probidad 
o veracidad, que no puede utilizarse para deformar la realidad ni inducir al juez a 
error y se extiende a todos los intervinientes en el proceso, sean accidentales o 
sujetos procesales, de alguna manera compromete el orden público; principio de 
publicidad, como la posibilidad que tienen las partes de conocerla en su 
oportunidad y de intervenir en su práctica; principio de contradicción, esto es 
que deba ser conocida y debatida por las partes contra quienes se aduce y su 
derecho a contraprobar; principio de legitimación, o sea que provenga de un 
sujeto procesal habilitado en el debate para solicitarla o del juzgador; principio de 
preclusión, es la formalidad de la oportunidad para aducir las pruebas y 
practicarlas a fin de guardar el equilibrio entre las partes para evitar sorpresas; 
principio de pertinencia, idoneidad y utilidad:  que interese al proceso, que sea 
apta para demostrar y que sea útil a la finalidad del proceso y así se contribuye a 
la concentración y a la eficacia procesal de la prueba;  principio de la carga de la 
prueba: en principio postula que quien afirma debe demostrar sus aseveraciones. 
No obstante, en este tipo de procesos, por interesar más el orden público, 
corresponde al juzgador procurar por todos los medios obtener las evidencias que 
sustenten su decisión, pues goza de un mayor protagonismo que en cualquier otro 
tipo de procesos. 
1.2.4.3. Derechos procesales  
Como en cualquier disciplina procesal, se deben observar y respetar los derechos 
generales, tales como el derecho a la defensa, al debido proceso, a la efectiva 
tutela judicial. De igual manera el derecho a la prueba, tanto para aducirlas como 
para controvertirlas, atendiendo a su pertinencia, su conducencia o idoneidad, su 
43 
 
utilidad, su licitud. El derecho a que las decisiones judiciales deban ser motivadas; 
el derecho principio “non bis in ídem” 
El debido proceso constitucional debe tener cuidado de no invadir la esfera de las 
otras jurisdicciones. Es una controversia común en el ambiente judicial, de si en 
ejercicio de acciones constitucionales, el juez constitucional puede o no 
convertirse en juez de instancia, es decir, tomando decisiones que son privativas 
de éste. Este planteamiento en un inicio se rechaza, pero  que en realidad es muy 
difícil de deslindar, porque puede desprenderse que de la función de amparo 
constitucional se tomen decisiones que en principio correspondería a otra 
autoridad con competencia funcional distinta, pero que resulta insoslayable asumir 
posición y por ende decisión respecto de ese caso en particular, porque en el 
cometido tutelar de la función tuitiva del proceso constitucional, omitirla constituye 
la negación del derecho a reivindicar o a proteger. 
A manera de colofón de este primer capítulo, se afirma que principios y reglas son 
los cimientos que dan forma a la Acción de Protección, por cuanto contienen 
mandatos de diferente orden que se ensamblan para darle identidad Superior a un 
mecanismo apto para proteger los derechos humanos  y como medio para cumplir 
la aspiración de justicia en términos de igualdad y equidad, en donde las víctimas 
de las violencias intrafamiliar, sexual y maltrato infantil, cuenten con la garantía de 
sus derechos  y entre ellos, uno de los principales, el de acceso a la justicia. 
Adicionalmente, para poder acudir a demandar la protección y garantía de sus 
derechos se cuenta con un poderoso dispositivo que proviene del propio seno 
constitucional y de las fuentes del derecho, el proceso constitucional, que se 
convierte en el medio para el ejercicio de la acción, que alimentado de las fuentes 
y principios del derecho procesal y probatorio, logra su propia imagen, su fuerza, 
su independencia y se iza como una acción constitucional, que fluye en su 
escenario natural, la jurisdicción constitucional, con sus cánones que regulan su 
tramitación, reunidos bajo una sola égida, el Derecho Procesal Constitucional, 
para desembocar y tomar forma en la Acción de Protección de la violencia 
Intrafamiliar. 
Desde aquí se dejan bosquejados dos aspectos basilares de la hipótesis: el 
fundamento dogmático sobre el que se construyen los cimientos basados en los 
principios, a su vez constitutivos de derechos, es decir, se trata de una cuestión de 
principios la defensa de los derechos humanos en situaciones de violencia 
intrafamiliar, y consecuencialmente se allana el camino para determinar que sólo 
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puede lograrse ese amparo siguiendo los fundamentos que encarnan tales 
principios, siempre desde la perspectiva de la igualdad y la equidad. 
A renglón seguido y dándole sentido práctico a la formulación dogmática, se logra 
la materialización de los principios, es decir, su representación en derechos, 
ajustando su condición normativa abierta a las necesidades para la atención de la 
violencia intrafamiliar, y se configura un andamiaje que parte de la justicia como 
derecho y la posibilidad de acceder a ella y recorre todo el itinerario que debe 
cumplir para hacer operativo el sistema de justicia, dejando sentado el escenario 
como primer paso para determinar la naturaleza constitucional del instrumento de 
protección de derechos humanos frente al tema específico de violencia 
intrafamiliar. 
 
CAPÍTULO II 
2. LA CONDICIÓN CONSTITUCIONAL DE LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN. 
 
Habiéndose dejado planteadas las bases para la consideración de la naturaleza 
Superior de la Acción, desde los principios y su desarrollo pragmático en el ámbito 
constitucional y constitucional procesal, corresponde ahora circunscribir esa 
condición, por tanto se analiza continuación la especificidad  y la caracterización 
de las acciones de esta estirpe, a fin interrelacionar la Acción de Protección con 
las demás, y establecer el parentesco que comparten, y por otro lado confrontarla 
a la propia Constitución, es decir mirar si se establece allí, y cuál su fundamento, a 
efectos de obtener su caracterización propia. 
 
2.1.   Acciones Constitucionales  
Las acciones constitucionales son los mecanismos contemplados por el 
Ordenamiento Superior para plasmar de manera eficaz, eficiente y efectiva la 
consolidación material de los derechos fundamentales de los asociados, en la 
medida en que se vean amenazados o conculcados. Por ello se conciben como 
instituciones que merecen tratamiento especial, primero por su naturaleza, huelga 
decir, por su jerarquía constitucional; por la materia que las inspira: los derechos 
superiores, derechos humanos; por la respuesta que demandan para la protección 
inmediata frente a riesgo o vulneración. Todo lo anterior hace que hayan sido 
concebidas como baluartes del Estado Social de derecho, del Estado democrático, 
del Estado de igualdad. 
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“Los derechos fundamentales y las garantías para su protección son institutos que 
no pueden entenderse de modo aislado, pues tales derechos solo podrían 
realizarse en la medida que cuenten con mecanismos rápidos, adecuados, y 
eficaces para su protección. Los derechos y sus mecanismos procesales de tutela 
se constituyen, así, en el presupuesto indispensable para un adecuado 
funcionamiento del sistema democrático.”67 
Por ejemplo para el caso del Perú, en donde se ha instituido en su Carta el Título 
V, “Garantías Constitucionales” que contempla, entre otros aspectos, los procesos 
constitucionales en hábeas corpus, amparo y hábeas data, que se presentan 
como conjunto de vías para garantizar la protección de los derechos 
fundamentales, que constituye una tutela especializada, a cargo de jueces 
constitucionales, diferente a las acciones ordinarias a cargo de los jueces 
ordinarios. 
Las acciones constitucionales son procesos de esta misma envergadura, que 
tienen doble función, una de asegurar la preservación y respeto del orden 
constitucional y garantizar la plena vigencia de los derechos fundamentales, a 
través, no solo de la tutela subjetiva de los derechos de los ciudadanos, sino de la 
tutela objetiva de los mismos, porque no solo interesa a los titulares de esos 
derechos, sino al Estado mismo, pues su trasgresión es la vulneración de la 
estructura constitucional. 
Estos procesos tienen una dimensión especial, primero porque tienen esa doble 
naturaleza y porque son mecanismos para la materialización de los derechos, 
luego constituyen un derecho en sí mismo, un derecho de jerarquía constitucional, 
y en tal condición su dimensión difiere de los procesos ordinarios. Conviene 
destacar que este tema, pues esta la diferencia, ha sido valiosamente abordada 
por el Supremo Tribunal Constitucional peruano:  
“La consagración constitucional de estos procesos les otorga un especial carácter, 
que los hace diferentes de los procesos ordinarios en cuatro aspectos: 1) por sus 
fines, pues a diferencia de los procesos constitucionales, los ordinarios no tienen 
por objeto hacer valer el principio de supremacía constitucional ni siempre 
persiguen la protección de los derechos fundamentales; 2) por el rol del juez, 
porque el control de la actuación de las partes por parte del juez es mayor en los 
procesos constitucionales; 3) por los principios orientadores, pues si bien es cierto 
que estos principios, nominalmente, son compartidos por ambos tipos de 
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procesos, es indudable que la exigencia del cumplimiento de principios como los 
de publicidad, gratuidad, economía procesal, socialización del proceso, impulso 
oficiosa, elasticidad y de favor processum o pro actione, es fundamental e 
ineludible  para el cumplimiento de los fines de los procesos constitucionales; y 4) 
por su naturaleza, que es el carácter subjetivo-objetivo, pues no solo protegen los 
derechos fundamentales entendidos como atributos reconocidos a favor de los 
individuos, sino también, referidos en este caso a los fines y objetivos 
constitucionales de tutela de urgencia.”68 
 2.1.1.  Bloque de constitucionalidad 
 De origen francés, esta categoría trabajada con éxito por el Tribunal 
Constitucional, que si bien no utiliza esta expresión pero sí la supone, inspira en 
particular la etapa post constituyente (años 1995 y 1996 cuando ingresa con 
firmeza en la jurisprudencia69. 
 
“Así, en Francia, los derechos que el Consejo Constitucional determinó que hacían 
parte de la constitución gozaban de amplia aprobación por la sociedad francesa, 
como por ejemplo los principios y derechos reconocidos por la Declaración del 
Hombre y del Ciudadano de 1789. Además, ese tribunal, a pesar de su osadía, ha 
sido muy cuidadoso en la fundamentación jurídica que sirvió de soporte al  
reconocimiento de nuevos derechos, pues no ha recurrido a vagas filosofías 
políticas sino que siempre se ha basado en textos jurídicos concretos, ha buscado 
siempre un soporte directo en el texto constitucional y ha intentado ser lo más 
consistente posible con sus precedentes.”70 
 
En nuestro medio hay una integración normativa, la que de una u otra forma debe 
satisfacer el propósito del derecho, más allá del poder de coerción, que en boca 
de H.L.A. Hart no se limita a justificar la coacción: “…De hecho pienso que es 
completamente vano buscar algún propósito más específico al cual el derecho, en 
cuanto tal, sirva más allá de proveer guías a la conducta humana y estándares de 
crítica a tal conducta…”71 
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Entonces para definir el concepto de bloque de constitucionalidad “la Constitución 
deja de ser formal, pasa a ser material y por eso queda integrada por  el texto del 
articulado, por el Preámbulo de la misma y por las normas internacionales 
relacionadas con los derechos humanos…”. “El Preámbulo es la manifestación 
anterior al articulado. No solo identifica la identidad de una comunidad política, 
sino la suma de las rutas jurídicas para la acción del Estado, que a su vez 
constituyen los cimientos del mismo…”72. 
El artículo 93 de la Carta integra al sistema jurídico normativo colombiano 
disposiciones de origen internacional, entiéndanse por tales tratados, convenios, 
protocolos y en fin, toda suerte de instrumentos que aborden el tema de los 
derechos y garanticen su efectividad y materialización y prevengan su vulneración 
que sean ratificados por el Estado. 
Son entonces normativas supranacionales que tienen un valor superlativo y que 
por tanto deben ser consideradas por las autoridades colombianas al momento de 
tomar decisiones que en materia de derechos humanos comprometa la respuesta 
del Estado frente a su amenaza o conculcación.  
“Así el derecho constitucional y el derecho internacional armonizan, en materia de 
derechos humanos, para formar la noción que la Corte Constitucional denomina, 
inspirada en la jurisprudencia y doctrina de Francia, bloque de 
constitucionalidad. De ahí es posible deducir también, que la Constitución de 
1991 creó una nueva categoría de leyes, las conocidas con el nombre de leyes 
constitucionales, referidas a aquellas aprobatorias de tratados públicos de 
derechos humanos, por cuanto tienen categoría superior a cualquier otra ley en 
esta materia humanitaria.”73 
Se destaca la jurisdicción supranacional y el “Pacto de San José” como se conoce 
a la Convención Americana de Derechos Humanos, que tiene como objeto 
cautelar los derechos humanos; establece dos órganos: La Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos con sede en Washington y la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos con sede en San José respectivamente 
 2.2.1. Clasificación de acciones constitucionales 
 Se dice que son tantas cuantos sistemas jurídicos hay en el concierto 
jurídico latinoamericano -por circunscribirlo a un ámbito específico-. Cada país ha 
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concebido sus instituciones desde sus propias necesidades y perfiles, aún con una 
línea de largada común como el caso del amparo mexicano, con nombres 
diferentes, parecidos o idénticos, pero definitivamente con sus características, así 
por ejemplo, el hábeas corpus, ampliamente difundido, se le denomina así en 
Perú, en Chile Amparo y Exhibición Personal en Centro América, mientras que el 
AMPARO, de origen mexicano, se le conoce como recurso de Protección en Chile, 
Mandato de Seguridad en Brasil y Acción de Tutela en Colombia, claro, todos con 
las variantes que le dan su propia identidad.74 
Se resume a continuación, a través de un bosquejo, las acciones constitucionales 
establecidas en nuestro medio y nos valemos para ello de la interesante reseña 
que hace el Javier Henao Hidrón75, de quien recogemos la información en síntesis. 
 2.2.1.1. Acción de inconstitucionalidad  
Se trata de la competencia otorgada a la magistratura constitucional para controlar 
la constitucionalidad de las leyes y las normas con rango de ley, además de los 
actos reformatorios de la Constitución, en defensa de la supremacía 
constitucional, por lo tanto se presenta como un proceso objetivo que busca 
determinar la validez de la producción normativa, en su forma y en su fondo, esto 
es, definir si en dicha producción se observaron los pasos previstos para cabal 
nacimiento y de fondo si no contraviene canon constitucional alguno, a cuyo 
estudio se llega a través de una demanda que podrá ser interpuesta por cualquier 
ciudadano. 
La acción propiamente dicha le es confiada a la Corte Constitucional según el art. 
241 de la Carta, la que decidirá sobre las demandas intentadas por los ciudadanos 
contra los actos reformatorios de la Constitución, solo por vicios de procedimiento 
en su formación; decidir sobre la convocatoria a referendo o asamblea 
constituyente, sobre los refrendos, leyes y de la consultas populares y plebiscitos 
del orden nacional, éstos sólo por vicios de procedimiento en su convocatoria y 
realización; decidir sobre exequibilidad de las leyes, tanto por su contenido 
material, como por vicios de procedimiento en su formación; de los decretos de 
fuerza de ley de que tratan los artículos 150 numeral 10 y 341 de la Carta por su 
contenido material; de los decretos legislativos emitidos en ejercicio de los arts. 
212, 213 y 215 constitucionales; de los proyectos de ley y de leyes estatutarias 
objetados por gobierno por inconstitucionales; y la exequibilidad de los tratados 
internacionales y de las leyes que los aprueben.  
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En 1910 se reforma la Constitución y se introduce un sistema de defensa de la 
Carta para garantizar su supremacía en el sistema normativo colombiano, en dos 
vías, una de excepción con efectos ínter partes y para un caso concreto en que se 
inaplican normas contrarias a la Carta y la otra como acción pública, para lo cual 
cualquier ciudadano queda legitimado para que se decida la constitucionalidad y 
por ende la exequibilidad de las normas impugnadas por esta vía. Asimismo, con 
la reforma de 1945 se reguló de manera más precisa la acción, siempre en cabeza 
de la Corte Suprema de Justicia, y ya con la enmienda de 1968 se creó la Sala 
Constitucional integrada por “magistrados especialistas en derecho público”. 
El Consejo de Estado tiene atribuciones para decidirla constitucionalidad  de los 
decretos dictados por el gobierno nacional que no sean competencia de la Corte 
Constitucional, por lo tanto es competencia residual. 
El control constitucional se concentra en la Corte Constitucional y como se dijo, 
residualmente en el Consejo de Estado, pero dado que hay una mixtura entre éste 
y el sistema denominado difuso, en aplicación del artículo 4 de la Carta, cualquier 
autoridad puede inaplicar una disposición por contrariar la Constitución. Pero 
mientras la decisión de inconstitucionalidad de la Corte Constitucional, o de 
nulidad por inconstitucionalidad en el caso del Consejo de Estado, opera erga 
omnes, es decir que saca de manera definitiva del ordenamiento las normas 
afectadas, en el segundo solo dejan de tener aplicación ínter partes y para el caso 
específico. 
 2.2.1.2. Acción de tutela. 
En Colombia, la Acción de Tutela es el equivalente al derecho, recurso o petición 
“de amparo” mexicano, en donde se origina, inspirado a su vez en el hábeas 
corpus de origen británico, en la judicial review (revisión judicial) norteamericana y 
en la tradición castellana y aragonesa. En México, en donde desde hace más de 
cien años, se la explica como: “El amparo puede definirse diciendo que es el 
proceso legal intentado para recuperar sumariamente cualquiera de los derechos 
del hombre  consignados en la Constitución y atacados por una autoridad de 
cualquier categoría que sea, o para eximirse de la obediencia de una ley o 
mandato de una autoridad que ha invadido la esfera federal o local 
respectivamente.”76. Esto supone la amplitud que se le da para intentar por su 
conducto desde la excepción de inconstitucionalidad, el recurso de hábeas corpus, 
las acciones de nulidad y reparación hasta el recurso extraordinario de revisión. 
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 Vallarta L., Ignacio. El juicio de amparo y el Writ of habeas corpus. Obras completas. Tercera edición. Editorial Porrúa 
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50 
 
 
Incorporado el recurso de Amparo a nuestro sistema jurídico bajo el nombre de 
Acción de Tutela, en palabras de Henao, se concibió con unos efectos específicos: 
“destinada por lo demás a complementar y perfeccionar el modelo vigente de 
control de la constitucionalidad, de la legalidad y la defensa de los derechos…” 
para proteger, tutelar por vía judicial los derechos inherentes a la persona como 
ser individual o social; que se le dotó de características específicas, tales como la 
facilidad para su acceso, pues no se requiere de intervención de letrado para su 
demanda, todo a través de un procedimiento ágil, preferencial y sumario, 
acogiendo mandatos de corte internacional contenidos en la Declaración Universal 
de Derechos Humanos (art. 25.1), ratificado por Colombia mediante Ley 16 de 
1972, para cuya vigencia carecía de reglamentación y capacidad operativa. 
La acción de tutela, prevista en el art. 86 Constitucional, contempló la garantía de 
reclamación ante la amenaza o vulneración de derechos fundamentales por la 
acción (hacer) o la omisión (no hacer) de cualquier autoridad, o de particulares 
cuando ejerzan funciones públicas, presten un servicio público, cuando su 
conducta afecte grave y directamente el interés colectivo o cuando el afectado se 
hallen en estado de subordinación o indefensión. A ella puede acudir toda persona 
para reclamar por sí misma  o por quien actúe en su nombre -agencia oficiosa-, 
para la protección inmediata de sus derechos ante los jueces, en todo tiempo y 
lugar mediante un procedimiento breve y sumario que no podrá tomar más de diez 
días entre su proposición y su decisión. 
Por medio del Decreto-Ley 2591 de 1991, el Presidente de la República, por 
expresa autorización constitucional mediante el artículo 5° Transitorio, reglamenta 
el derecho de tutela y allí señala todos los detalles procesales de la Acción y 
organiza toda la estructura judicial para el abordaje de este novísimo instrumento 
procesal en nuestro medio. Posteriormente es reglamentado mediante los 
Decretos 306 de 1992 y 1382 de 2000. 
Los derechos sujetos de protección por esta vía son los fundamentales contenidos 
artículos 11 a 40 de la Carta, salvo el de hábeas corpus que tiene una acción 
autónoma para su reclamación y teniendo en cuenta que el artículo 44 eleva a la 
categoría de derechos fundamentales en tratándose de niños, niñas y 
adolescentes, a la salud, la seguridad social, a un nombre, una nacionalidad, a 
tener una familia y no ser separado de ella, a la educación, a la cultura y a la 
recreación entre otros. No incluye la posibilidad de proteger por este medio 
derechos que solo tiene rango legal (art. 41 del Decreto 2591 de 1991 y art. 2 del 
Decreto 306 de 1992). 
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Se trata de una acción residual, es decir cuando el afectado no disponga de otro 
medio de defensa judicial, salvo cuando se utilice como mecanismo transitorio 
para superar o evitar un perjuicio irremediable. 
La demanda se interpone ante el juez ordinario, lo que sitúa a este funcionario en 
la órbita de la jurisdicción constitucional y entonces ya no funge como juez habitual 
(ordinario) sino como juez constitucional en la protección de la supremacía de la 
Constitución para la garantía y defensa de los derechos humanos. 
La sentencia se profiere dentro del breve plazo de diez días, siguiendo un 
procedimiento sumario, lo que significa que la agilidad y celeridad que se le 
imprimen pretenden el restablecimiento del derecho de manera inmediata en lo 
posible. Es factible tomar medidas provisorias encaminadas a hacer cesar la 
vulneración o en prevenirla Las medidas definitivas que se adoptan en sentencia  
tiene efectos ínter partes para el caso en concreto, es decir que solo comprometen 
a aquellas que han intervenido o que hayan sido vinculadas al proceso. 
La decisión es impugnable ante el superior funcional de quien conoce la acción, lo 
que reconoce la doble instancia, impugnación que no es otra cosa que la 
apelación del fallo, que no interrumpe los efectos de la decisión impugnada (efecto 
devolutivo). 
Asimismo, se contempló la posibilidad de revisión de las decisiones por parte de la 
Corte Constitucional, que procederá a su selección, anotando que solo se está 
revisando menos del 1% de las decisiones, lo que de suyo explicable dado el 
altísimo volumen de la producción de la judicatura por la enorme utilización de 
este mecanismo judicial. 
 2.2.1.3. Recurso de hábeas corpus. 
Previsto en la Carta Política en su artículo 30, el derecho o recurso de hábeas 
corpus de larga tradición en el sistema jurídico colombiano, representa la dualidad 
de ser un derecho y una acción constitucional, ambos de la misma raigambre, que 
ha sido identificada en sus características por la Corte Suprema de Justicia en 
reiterada jurisprudencia, y al ser contenido dentro de los derechos fundamentales, 
tiene aplicación y garantía inmediata, de conformidad con lo previsto en el art. 85 
de la Carta y que no puede ser limitado ni aún en los estados de excepción por 
hallarse respaldado además por normas supranacionales que reconoce dentro de 
la gama de derechos humanos que no pueden ser conculcados bajo ningún 
pretexto. Además su regulación o reglamentación se hace a través de ley 
estatutaria, y se erige como una garantía procesal para asegurar la libertad de las 
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personas. Tiene íntima relación con lo normado por el art. 28 ibídem, que señala 
que es de reserva judicial la privación de la libertad. 
La Ley Estatutaria 1095 de 2006 la reglamenta y fija el procedimiento para 
efectivizar el derecho conculcado en el evento de que alguna persona sea privada 
de la libertad con violación de las garantías constitucionales o su detención se 
prolongue ilegalmente, en cuyo caso se habilita para que se invoque el Hábeas 
Corpus a fin de restablecer derechos y con ello otorgar la libertad. La Corte 
Constitucional en la sentencia T-260 de 1999 precisó que: “…la garantía de la 
libertad personal puede ejercerse mediante la acción de hábeas corpus en alguno 
de los siguientes eventos: (1) siempre que la vulneración de la libertad se 
produzca por orden arbitraria de autoridad no judicial; (2) mientras la persona se 
encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos 
legales respectivos; (3) cuando, pese a existir una providencia judicial que ampara 
la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de hábeas corpus se 
formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de 
proferida la decisión judicial; (4) si la providencia que ordena la detención es una 
auténtica vía de hecho judicial.” 
 
Y en sentencia C-187 de 2006 que resuelve la constitucionalidad de la Ley 
Estatutaria 1095 de 2006 señala “…no solo en defensa del derecho a la libertad 
personal sino que permite controlar además, el respeto a la vida e integridad de 
las personas, así como impedir su desaparición forzada, su tortura y otros tratos o 
penas crueles, con lo cual, ha de considerarse que él cumple una finalidad de 
protección integral de la persona privada de la libertad.” 
 
Y sobre el carácter de la referida acción pública expresó: “…no es un mecanismo 
alternativo, supletorio o sustitutivo para debatir los extremos que son propios al 
trámite de los procesos en que se investigan y juzgan conductas punibles, sino 
que, por el contrario, se trata de una acción excepcional de protección de la 
libertad y de los eventuales derechos fundamentales que por conducto de su 
afectación puedan llegar a vulnerarse, como la vida, la integridad personal y el no 
ser sometido a desaparecimiento, o a tratos crueles y torturas, según lo determinó 
la Corte Constitucional en el ya citado fallo de control previo C-187 de 2006…”77 
 
Así pues se resume la esencia del recurso que cuenta con la mayor agilidad de 
todos los instrumentos procesales constitucionales, pues debe ser resuelto en el 
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término perentorio de 36 horas por la autoridad judicial ante la cual se haya 
interpuesto que es cualquier juez y la decisión favorable no es recurrible, mientras 
la que la niega es impugnable dentro de los tres días siguientes y en las 24 horas 
subsiguientes se debe enviar el expediente al superior, que siendo colegiado 
deberá ser fallado por un magistrado sin contar con la aprobación de la sala a la 
cual pertenece. 
 
 2.2.1.4. Acción de cumplimiento. 
 
 Prevista en la Carta en el artículo 87 como la acción a la que toda persona 
puede acudir ante la autoridad judicial para hacer efectivo el cumplimiento de una 
ley o de un acto administrativo, se armoniza con el art. 2 que fija los fines 
esenciales del Estado. Reglamentada por la Ley 99 de 1993 para los efectos 
previstos en relación directa con la protección y defensa del medio ambiente; en lo 
relacionado con el tema de la reforma urbana, la Ley 388 de 1997; y en lo atinente 
para su interposición y trámite específico mediante la Ley 393 de 1997, que 
desarrolla propiamente el artículo 87 constitucional. Ante su prosperidad 
corresponderá a la autoridad renuente el cumplimiento del deber omitido. 
No es ajena a nuestro ordenamiento, pues inspirada en las figuras del sistema 
inglés y norteamericano (Writ of Injunction, Writ of Mandamus, Prerrogative 
Orders), se contempló en el Código Contencioso Administrativo de 1984, Decreto 
01, en el artículo 86 dentro de la acción de reparación directa y cumplimiento la 
posibilidad de accionar para obtener “el cumplimiento de un deber que la 
administración elude”. Ya en 1989 mediante Decreto 2304 esa acción se saca del 
ordenamiento, para retomarse dos años después e incorporarla a la Constitución, 
con el argumento de “combatir la falta de actividad de la administración”. 
Se puede formular por cualquier persona, directamente o por medio de apoderado, 
en interés propio, en interés de un tercero o del interés colectivo, ante la 
Jurisdicción de los Contencioso Administrativo, una pretensión concreta, dirigida 
también contra una autoridad específica y determinada, aunque no podrá 
perseguirse el cumplimiento de disposiciones que establezcan gastos. 
La prosperidad de la acción está condicionada al cumplimiento de todas las 
ritualidades propias fijadas, pero en particular a que se trate de una obligación 
clara, expresa y exigible, por ende ejecutable, contenida en una disposición, sea 
ley o acto administrativo; que el mandato contenido en la norma o en el acto sea 
imperativo y esté radicado en cabeza del funcionario o la autoridad incumplida; y 
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que se demuestre la renuencia del acatamiento de la norma eludida y haya 
perseverado en su conducta negligente. 
 2.2.1.5. Acción Popular. 
 Prevista por la propia Constitución en su Artículo 88 para la protección de 
los derechos e intereses colectivos relacionados con el patrimonio, el espacio, la 
seguridad y la salud públicos, la moral administrativa, el ambiente, la libre 
competencia económica y, uno vital para nuestra historia, el derecho a la paz, así 
como otros de similar naturaleza, que suelen llamarse intereses difusos en el 
contexto suramericano. 
La acción, reglamentada por la Ley 472 de 1998, se define como el medio 
procesal pertinente para el cometido que le fija la Constitución y se previó para 
hacer cesar la amenaza, el riesgo, el peligro, el daño contingente, la vulneración o 
agravio sobre los derechos colectivos y procede contra toda acción u omisión de la 
Administración o de los particulares que desempeñen o no funciones públicas. 
Refiere el autor citado que inspirada en los interdictos romanos y en el derecho 
anglosajón, en la equivalente citizen action, se recogió en el código Civil del 
Régimen Federal (26 de mayo de 1873), adoptado para la República Unitaria por 
la Ley 57 de 1887 en los artículos 1005 y 2359 para la protección de bienes de 
uso público mediante “acciones populares o municipales”. 
Con la Ley 9 de 1989, artículo 8, se amplió la acción contemplada en el art. 1005 
del Código Civil para que cobijara las acciones encaminadas a la defensa  del 
espacio público y el medio ambiente, cuando se afectare o amenazare el interés 
público o la seguridad de los usuarios. 
Con el Decreto 2303 de ese mismo año, se regula como acciones populares las 
previstas en las normas mencionadas del Código Civil para la defensa del medio 
ambiente rural y de los recursos naturales renovables, para su prevención, 
reparación y resarcimiento de los daños. 
Con la Ley 99 de 1993, al crearse el Sistema Nacional Ambiental y el Ministerio 
del ramo, a quien convierte en parte en todo tipo de procesos que en este tema se 
adelanten, que deberán observar la normativa fijada para su procedimiento por la 
Ley 472 de 1998, y que se tramitan siguiendo el proceso abreviado, en doble 
instancia  y dependiendo de la cuantía conocen los Jueces Civiles Municipales o 
del Circuito. Debe intentarse por un número plural de personas  y su naturaleza es 
esencialmente preventiva aunque dentro de sus cometidos esté el de restituir el 
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estado de cosas a su condición anterior, lo que la hace diferente de la acción de 
grupo que es básicamente indemnizatoria. Asimismo es importante destacar que 
la acción popular es una acción principal, autónoma no residual e imprescriptible, 
ni desistible, y procede la conciliación como mecanismo alternativo para buscar 
una decisión anticipada, por medio de un pacto de cumplimiento; de igual manera 
la carga probatoria corresponde a quien demanda, lo que no desvirtúa la 
posibilidad de la inversión de la carga probatoria ante la eventualidad de aplicar la 
carga dinámica de la prueba, lo cual no obsta para que el juez ejerza la oficiosidad 
que le facultad y obligación impuesta para el impulso procesal y el decreto de  
pruebas para cumplir con los cometidos del proceso.    
Se encarga esta acción, como ya se advirtió, de defender los derechos e intereses 
colectivos y del ambiente, regulados por los art. 78 a 82 de la Constitución, que 
tiene íntima relación con otras disposiciones de la misma estirpe, como por 
ejemplo el art. 58 que habla de la función ecológica de la propiedad, y dada la 
amplitud de la concepción sobre intereses y derechos colectivos, el mismo artículo 
88 transfiere a la ley la posibilidad de regular la acción. 
Con los artículos 1 y 2 de la Ley 1425 de 2010 que derogó los artículos 39 y 40 de 
la Ley 472 de 1998, el estímulo pecuniario para quien intentara acciones 
populares fue retirado del ordenamiento, y se da paso al compromiso y 
responsabilidad ciudadana como la motivación para la interposición de este tipo de 
acciones, en búsqueda del beneficio común para la defensa de los derechos e 
intereses colectivos. 
2.2.1.6. Acción de Grupo.  
El art. 88 constitucional a su turno señala que las acciones originadas a un número 
plural de personas serán reguladas por la ley y definirá los casos en los que se 
derive responsabilidad civil objetiva por el daño inferido a los derechos e intereses 
colectivos, y es la misma disposición la que reglamenta las acciones populares, la 
que regula la acción de grupo, esto es la Ley 472 de 1998. Las define como 
aquellas que son interpuestas por un número plural o conjunto de personas que 
reúnen condiciones uniformes respecto del origen de los perjuicios individuales 
inferidos y su finalidad es el reconocimiento y pago de la indemnización de los 
mismos (art. 46) y que no puede ser inferior a veinte personas; cuenta con dos 
años de caducidad, cuyo término se contabiliza desde el momento en que cesa la 
actividad causante de la vulneración y del daño; la jurisdicción contencioso 
administrativa conocerá de las acciones intentadas contra entidades públicas y la 
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justicia ordinaria conocerá de las que se deriven de las actuaciones de particulares 
o en general de las demás. 
Se reseña por Henao como antecedente de este tipo de acción indemnizatoria, 
desde 1982 año en el que se expide el Estatuto del Consumidor a través del 
Decreto 3466 en la que se confiere a los consumidores, representados por la Liga 
o Asociación de Consumidores el derecho de ejercer la acción para el 
resarcimiento de perjuicios mediante el trámite verbal previsto en el Código de 
Procedimiento Civil, pudiendo acumularse quejas contra servicios o productos de 
la misma naturaleza y clase. 
Ya en el marco del sector y del sistema financiero se crean las denominadas 
acciones de clase como la responsabilidad civil derivada de las operaciones 
fraudulentas que conlleven perjuicios en el mercado bursátil. 
Se trata de una acción de raigambre constitucional. Es colectiva, de naturaleza 
patrimonial y resarcitoria en procura del reconocimiento y pago de indemnización 
de perjuicios causado a un grupo de determinada clase o sector, mediante un 
trámite más ágil que para las acciones individuales, las que de todas maneras se 
mantienen para aquellos que deseen intentarlas de esa manera. No obstante, las 
indemnizaciones cobijan tanto a los integrantes del grupo como a los beneficiarios 
ausentes y no es admisible la condena en abstracto. 
En suma, se concluye que la acción de grupo ha sido concebida para garantizar el 
principio de solidaridad, aplicable a un grupo de personas, no menor a 20, que 
hayan sufrido un daño de origen común, cuyos intereses subjetivos homogéneos 
legitiman la actividad grupal. La jurisprudencia ha señalado que los derechos 
protegidos no son constitucionales o fundamentales, la pretensión es 
esencialmente económica, que no excluye las acciones individuales y es la ley la 
que dispone su regulación.     
2.2.1.7. Acción de protección de la violencia intrafamiliar. 
En lo que atañe a la violencia doméstica, existen argumentos normativos para  
prevenirla, erradicarla y sancionarla. Se vale de un procedimiento expedito, breve 
y sumario, y si se quiere contundente. Viene a suplir a la acción de tutela, y es por 
ello, que en ejercicio de reglamentación del art. 42 de la Constitución Política, ha 
expedido a través del Legislativo, las Leyes 294 de 1996, modificada por la 575 de 
2000 y la 1257 de 2008, modificatoria de las anteriores, ha contemplado la acción 
de protección, para garantizar la vida y salud de las víctimas de este flagelo. Como 
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esta acción es el objeto central del presente trabajo, se analiza de manera puntual 
en el siguiente acápite 
2.3. La Acción de Protección de la violencia Intrafamiliar en el marco de la 
Constitución Política. 
Con el devenir de una nueva corriente de pensamiento en donde los principios 
alimentan la teoría de los derechos, estos se anidan en una estructura socio-
jurídica que los hace vivos, todos en un cuerpo. Es el derecho viviente que está 
representado en la Constitución, que es la carta de navegación que los asociados 
han concertado y en ella establecen dentro de los muchos aspectos que 
contempla, la forma para hacer real y material su contenido, y mira además, desde 
la perspectiva de su fundamento y de sus características, la naturaleza superlativa 
de los instrumentos de los que se sirve.  
2.3.1. Establecimiento Constitucional. 
La Carta Política contempla y establece la Acción de Protección, ya de manera 
expresa, ya sea implícitamente. 
2.3.1.1 Establecimiento expreso. 
La Carta establece de manera manifiesta la naturaleza Superior de la Acción a 
través de sus disposiciones: 
El artículo 5  contempla el amparo y la primacía de los derechos inalienables de la 
familia como célula fundamental de la sociedad. Fija el verbo amparar, sinónimo 
de proteger, que como tal expresa acción o movimiento encaminado a defender 
los derechos de la familia a través de sus miembros. 
El inciso final del art. 13, fundado en el principio de igualdad real y efectiva,  
supone un mandato para la adopción de medidas en favor de grupos, entiéndase, 
personas que lo integren, discriminadas o marginadas. 
Asimismo, el art. 42 garantiza la protección integral de la familia, entiéndase sus 
integrantes, y proscribe toda forma de violencia la que, ordena, debe ser 
sancionada. 
La última mencionada fija de manera específica la necesidad de protección y 
ordena su juzgamiento, es decir, indica inequívocamente que deberá recurrirse a 
una vía para lograr ese fin, lo que sin duda nos deja frente a una acción, a fin de 
cumplir con los mandatos contenidos en los dos artículos anteriores (5 y 13), y ese 
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camino, a la luz del art. 89, es la Acción de Protección de la violencia intrafamiliar 
como una acción constitucional, con ellos se fija el establecimiento constitucional 
expreso del proceso. 
2.3.1.2.  Implícito. 
Principios de diferente orden, diseminados por la Constitución y con destinatarios 
específicos, tienen ínsito el establecimiento o la naturaleza constitucional de la 
acción, cuando se refiere a las individualidades que integran la familia o 
comunidad doméstica. Es el caso de la caracterización de poblaciones específicas 
que requieren de mecanismos especiales para su reconocimiento y protección. 
El art. 43 retoma la cláusula de igualdad y prevé régimen de protección especial 
para la mujer. 
El art. 44, 45 fija un decálogo de principios que ampara a niños, niñas y 
adolescentes, entre ellos el de protección. 
A su turno para personas mayores el art. 46, para las personas en situación de 
discapacidad el art. 47, que tienen implícito. 
De los datos de los que se parte para mensurar los efectos de la violencia 
intrafamiliar (pág. 3), logra inferirse que son estas franjas poblaciones las más 
afectadas por este flagelo social, cultural e histórico, y que precisamente gozan de 
un amparo reforzado, prevalente, el que visto a través de los mecanismos 
normativos aludidos supone su establecimiento constitucional ínsito. 
2.3.2. Fundamento Constitucional. 
El soporte de esta envergadura dimana de lo que teleológicamente puede ser 
considerada la estructura central del Pacto Social.  
2.3.2.1. Fin del Estado Social de Derecho. 
 1.- Protección de los derechos fundamentales: asegurar su efectividad, 
tales como el derecho a la paz, a la familia, al sosiego familiar, a la tranquilidad, 
entre los muchos afines. 
 2.- Protección Judicial: La capacidad de acción para la poner en ejercicio 
toda la legislación tuitiva: 
  a) A la familia y los individuos: Las normas ya mencionadas 
contemplan la posibilidad del ejercicio de derechos a través del derecho de acción, 
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que no es más que el derecho de acceso a la justicia (art. 89), garantizado para la 
familia y sus miembros, quienes para el cumplimiento de los fines esenciales del 
Estado, pueden obtener de sus autoridades, en este caso comisarios de familia o 
jueces de la República, el pronunciamiento judicial en derecho para la satisfacción 
de los derechos conculcados o amenazados   
  b) A la acción: Como la facultad de la familia a través de sus 
miembros, de reclamar la protección de las autoridades del Estado en eventos de 
amenaza o vulneración  de  sus derechos (arts. 2, 29, 42, 89), por una vía 
expedita, prevista por el Constitución y la Ley, que le permita la concreción o 
cristalización de un derecho de acción que resultaría etéreo, inaplicable, de no 
existir la reglamentación del precepto constitucional (art. 42) que le da cuerpo al 
proceso de este mismo linaje. 
2.3.2.2. Principios y Reglas constitucionales. 
Como se dejó consignado en pasajes precedentes, los mandatos contenidos en la 
Constitución, ya como principios ora como reglas, traducidos en derechos tales 
como la dignidad humana, la integridad de la familia y la convivencia social y 
familiar, se convierten en el aspecto medular del derecho viviente contenido en la 
Carta, devenido de todo el trabajo jurisprudencial y doctrinario que le da vigencia.   
 1.- El Preámbulo: Reconocido por ser parte vital de la Carta, señala el 
derrotero tapizado de principios y reglas por el cual debe trasegar la organización 
social y política, pero esencialmente humana, dando cuerpo a la dignidad humana, 
principio vital. 
 2.- El carácter fundamental de la familia: La célula esencial, el núcleo por 
excelencia de la sociedad, reviste a la familia de una naturaleza fundamental, 
superlativa (art. 5, 42) y de ahí el principio de su unidad y protección. 
 3.- Convivencia social: La paz como un derecho y un deber, la defensa de 
los derechos humanos, la protección de los asociados y naturalmente la paz 
familiar adquieren relevancia amparada y sostenida a la luz de los principios. 
2.3.3. Características Constitucionales. 
Se resumen las particularidades de la acción e Protección de la Violencia 
Intrafamiliar desde el  enfoque constitucional. 
2.3.3.1. Normativa especial. 
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Frente a las demás acciones constitucionales que ya fueron caracterizadas, la de 
Protección de la Violencia Intrafamiliar tiene su propia batería normativa, lo cual le 
da además su propia identidad y la diferencia de las demás. Parte de una gama de 
disposiciones supranacionales, convenciones, tratados de orden internacional; de 
una serie de dispositivos contenidos en la Carta reiteradamente mencionados; de 
un derecho de acción autónomo derivado de los arts. 42 y 89, y aunque 
emparentada con la de Tutela con la que comparte filosofía tuitiva y alguna 
remisión normativa, adquiere su propia identidad. 
2.3.3.2. Judicialidad Constitucional. 
La tipología de la Acción de Protección la individualiza, la hace autónoma, 
principal, no derivada ni supeditada de ninguna otra, y la ubica en el espectro 
judicial constitucional. 
a) Determinación: el ámbito dentro del cual se fija el contexto de la Acción 
fija sus límites, y surge de los fundamentos propios del derecho de 
acceso a la justicia -familiar-, se basa en el derechos de origen Superior, 
es allí donde se determinan: el derecho a la protección de la familia (art. 
5)  y de sus miembros, a los derechos humanos vulnerados en el ámbito 
familiar o doméstico (art. 42), los que sistematizados a la luz del art. 89 , 
son en últimas los que estatuyen el derecho de acción constitucional. 
b) Consecuencias:  
1. Formal: del medio judicial en donde se desarrolla se deriva la 
prevalencia de la norma constitucional y de los principios 
constitucionales, sobre otras disposiciones en caso de 
contradicción. 
2. Material: Por tratarse de una acción especial, pues no hay 
ninguna otra acción, esta es la única vía para la protección de 
derechos humanos amenazados o conculcados a través de 
medidas extraordinarias, preventivas y cautelares, frente a 
situaciones específicas de violencia intrafamiliar, siempre en la 
órbita judicial constitucional. 
 
2.3.3.3. Elementos de la Acción. 
 
1.- Sujetos protegidos: La cualificación de las partes está dada por 
la relación parental o por la convivencia en el espacio de la unidad 
doméstica, lo que significa que sólo se legitiman quienes se hallan 
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señalados por la Ley, bien como víctimas o como victimarios, como 
demandantes o como demandados: 
 
1.2. Los cónyuges o compañeros permanentes; 
1.3. El padre y la madre de familia, aunque no convivan en el 
mismo lugar; 
1.4. Los ascendientes o los descendientes de los anteriores y los 
hijos adoptivos; 
1.5. Todas las demás personas que de manera permanente se 
hallaren integrados  a la unidad doméstica. 
1.6. Además aquellas que hubieren convivido. 
2.- Objeto protegido: los derechos humanos convertidos a la 
condición de derechos fundamentales, ante amenaza o vulneración a los 
sujetos protegidos. 
3.- Causa petendi: A raíz del riesgo o de la conculcación de 
derechos fundamentales en el contexto de la violencia intrafamiliar, se 
deriva una pretensión, la de la víctima, de protección real y efectiva, para 
prevenir, erradicar y en últimas sancionar la conducta violenta. 
2.3.3.4. Trámite especial. 
1.- Sumariedad: se representa en la agilidad que encarna la acción y en 
la proscripción de formalismos y rigorismos procesales, dado que basta 
la demostración del riesgo o la vulneración sin requerir la plena prueba, 
para la decisión de fondo. 
2.- Medidas especiales: en el ámbito jurídico las medidas se tornan 
especiales cuando adquieren carácter excepcional, es decir con la 
capacidad de producir efectos inmediatos contundentes, de envergadura 
sin que se hallen sometidos a tamiz distinto que el juicio del juzgador, 
con amplio margen de discrecionalidad, sometido sí al imperio de la 
Constitución y de la Ley. Tienen fuente en el principio de la buena fe. 
a). Medidas cautelares: son los instrumentos de los que se vale la ley y 
el juzgador en favor de la víctima, para la protección de su integridad, 
mientras dura el proceso, pero también mientras dure el riesgo que da 
origen a ellas.  
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b). Medidas protectoras: las medidas de protección son los 
mecanismos reales y efectivos con los cuales se materializa la 
capacidad del Estado de satisfacer los derechos de las víctimas. Tienen 
naturaleza especial porque son únicas en el ambiente tuitivo que las 
inspira. 
A continuación se profundizará sobre la Acción por ser el tema central de esta 
propuesta, mirando en detalle las particularidades del proceso, necesaria para 
poder contextualizar toda la formulación teórica. 
 
CAPÍTULO III 
CONTEXTUALIZACIÓN DE LA ACCIÓN DE PROTECCIÓN DE LA VIOLENCIA 
INTRAFAMILIAR 
 
3.1.  La Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar. 
Este acápite se centrará en los aspectos jurídicos de la violencia y, 
concretamente, de la violencia intrafamiliar. Por ello no se profundizará en los 
elementos conceptuales de las mismas, ni sobre el análisis de su etiología, 
evitando disquisiciones filosóficas o discursivas sobre el fenómeno. Estos 
aspectos sólo se tomarán en la medida en que las circunstancias lo exijan para 
precisar los objetivos que se proponen: la ubicación y alcances jurídicos y 
procesales de la acción de protección de la violencia intrafamiliar, en un intento de 
pragmatismo que “…busca las consecuencias prácticas del pensamiento y pone el 
criterio de verdad en su eficacia y valor para la vida”78, sin más pretensiones que 
la de poder transmitir, en lo posible con la claridad y sencillez que el tema 
demanda. 
Es oportuno abordar la materia desde esta perspectiva, con el ánimo de difundir la 
existencia de la Acción, su envergadura, su naturaleza, su importancia y su 
contundencia (aspecto que, curiosamente, la comunidad, las potenciales víctimas 
y las mismas instituciones desconocen plenamente). 
La violencia intrafamiliar o doméstica azota a nuestra sociedad en todos los 
confines del territorio y atraviesa a todos los estratos socioeconómicos, causando 
enormes perjuicios en la familia y en todas las instancias, tanto públicas como 
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 Real Academia Española. Diccionario de la Lengua Española. Definición de pragmatismo. 
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privadas, con altos costos económicos y sociales. Esa violencia, que calificamos 
de transgeneracional -pues ha sido transmitida de generación en generación- se 
ha encargado de imponer una cultura machista, androcentrista y dominante, con 
caracteres patriarcales, que lo único que ha permitido es que los gérmenes del 
maltrato, el abuso, las vejaciones y en general la violencia frente al más débil, 
hayan incubado en el seno de la familia. 
La familia a través de sus miembros tiene derecho a su inviolabilidad y a su 
intimidad, entre otros, pero cabe resaltar que nadie puede parapetarse en ellos 
para evitar que el Estado actúe frente a circunstancias de violencia en su interior. 
Esto significa que el hogar, la familia o el entorno doméstico no son espacios de 
impunidad. De ahí que las autoridades -léase Comisarías de Familia- tienen 
plenas facultades para intervenir de una manera decidida y con acciones 
afirmativas para hacer cesar, erradicar y sancionar la violencia. 
3.1.1. Frutos de una historia de lucha de las mujeres. 
El que protección de la violencia doméstica figure dentro de la Constitución 
Política (1991) en Colombia, y en otros países, ha sido fruto de una intensa lucha 
por la reivindicación de los derechos y concretamente de los derechos de las 
mujeres, así como la existencia de regulaciones especiales de carácter jurídico y 
normativo, y de autoridades también especializadas para atender la situación de 
violencia intrafamiliar, con énfasis en la violencia contra la mujer, pues finalmente 
son ellas las más numerosas víctimas de este flagelo e históricamente logra así 
identificarse. 
Se genera una movilización mundial, tardía si se quiere. En 1979 se adopta por la 
Asamblea General de las Naciones Unidad La Convención para la Eliminación de 
Todas las Formas de Discriminación contra las Mujeres (CEDAW)79, -ratificada por 
Colombia mediante la Ley 51 de 1981- que es la declaración de los derechos de 
las mujeres y fija una agenda para que los gobiernos de los países miembros 
erradiquen la discriminación contra la mujer y los Estados miembros se 
comprometen a cumplir con ese cometido a través de la incorporación en sus 
sistema jurídicos y en las Constituciones el principio de igualdad de hombres y 
mujeres y la abolición de disposiciones discriminatorias, así como la de establecer 
autoridades que cumplan con la protección efectiva de la mujer y adoptar de igual 
manera los cambios legislativos con ese fin. 
                                                          
79
Traducida y conocida así por sus siglas en ingles: “Convention on the Elimination of All Forms of Discrimination against 
Women (CEDAW)” 
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En 1980 se lleva a cabo la II Conferencia de la Mujer en Copenhague y allí se 
fijaron algunos propósitos, entre tales y como prioridad el de eliminar la violencia 
contra la mujer y en general la violencia en el interior de la familia o doméstica 
como se la denomina, “Esto significó un importante hito en el desarrollo de las 
normas internacionales vinculados con los derechos de las mujeres, pues se 
aprobaron normas específicas  relacionadas con el problema de la violencia 
doméstica.”80 
Ya en 1993 en la Organización de las Naciones Unidas se firma la Declaración 
sobre la Erradicación de la Violencia contra las Mujeres, -Resolución de la 
Asamblea General 48/104 del 20 de diciembre de 1993- emanada para reforzar y 
complementar el proceso contemplado en la CEDAW. 
En 1994 América Latina es la primera región en fijar una normativa especial sobre 
el tema y se suscribe, a instancia de la Organización de Estados Americanos 
“OEA” la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer -Convención de Belém do Pará-, ratificada por Colombia 
mediante la Ley 248 de 1995. “En ese sentido, el Comité de América Latina y El 
Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer, CLADEM, a solicitud del 
Fondo de las Naciones Unidas para la Mujer, UNIFEM, asumió la responsabilidad 
de elaborar un balance en la región andina para constatar los avances 
alcanzados…81”. 
La Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer realizada en Beijing, en septiembre 
de 1995, año del cincuentenario de la fundación de las Naciones Unidas, fijan 
algunas decisiones a seguir, entre ellas la adopción de medidas efectivas para 
cumplir con el cometido de prevenir, sancionar y erradicar la discriminación y la 
violencia contra la mujer. 
En 1999 la Asamblea General de las Naciones Unidas emite el “Protocolo 
Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer” y Colombia lo ratificó mediante la Ley 984 de 2005. 
Como lo anotábamos en líneas precedentes, toda esta intensa actividad se ve 
reflejada en Colombia, con la ratificación de tales Instrumentos a través de Leyes 
de la República y con la constitucionalización del propósito. Es así como se 
incluyen en la Constitución de 1991, primero a través de  la cláusula de no 
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 Comité de América Latina y el Caribe para la Defensa de los Derechos de la Mujer. “CLADEM”. Dossier sobre la Violencia 
Doméstica en América Latina y el Caribe. Lima, Perú. 2005. Pág. 11.  
81
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discriminación contenida en el artículo 13 de la Carta, y el establecimiento de la 
acción para la protección de los derechos de la familia y la proscripción de la 
violencia generada en su interior, prevista en el artículo 42. Pero igualmente es en 
todo el Continente en donde tiene repercusiones y se adoptan las disposiciones 
contenidas en los Instrumentos Internacionales, por ello se erigen como 
disposiciones Superiores y como una normativa de la más diversa estirpe.  
Asimismo, se adoptan disposiciones de carácter normativo, reglamentarias del 
Estatuto Superior, estableciendo acciones judiciales para la intervención de las 
violencias, en Colombia a través de la Ley 294 de 1996 que fijó la Acción de 
Protección de la Violencia Intrafamiliar a fin de obtener las medidas encaminadas 
a prevenir, erradicar y sancionarla. 
En breve recorrido desde el sur de América enumeramos algunas disposiciones: 
Chile la tiene bajo la Ley 20.066 de 2005 como “Ley de violencia Intrafamiliar”. 
Argentina como la Ley 24.417 de 1994, como la “Protección contra la Violencia 
Familiar” reglamentada a través del Decreto 235 de 1996, ambas disposiciones 
Nacionales. La República Oriental del Uruguay mediante Ley 17.514 de 2002, bajo 
la denominación de “Violencia Doméstica”. Paraguay con la Ley 1600 de 2000 la 
nombra como “Contra la Violencia Doméstica”. Bolivia con la “Ley contra la 
Violencia Familiar o doméstica” la 1674 de 1995. En Perú la “Ley de Protección 
frente a la violencia Familiar” la No. 26.260 de 1997. En Ecuador, la Ley 103 de 
1995, denominada “Ley contra la Violencia a la Mujer y la Familia”. Y en  
República Bolivariana de Venezuela la “Ley sobre violencia contra la mujer y la 
familia”, promulgada el 19 de Agosto de 1998, y publicada el 3 de septiembre del 
mismo año, en la Gaceta Oficial N° 36531. 
De dicho recorrido podemos establecer, cotejando las diferentes normativas, que 
tienen plena identidad temática, salvo por algunas diferencias en cuando a 
aspectos procedimentales menores, así como las fechas en las cuales se 
profirieron, todas en la década de 1990. Se la designa indistintamente como la 
violencia familiar, violencia doméstica o violencia intrafamiliar. Todo lo anterior 
lleva a la conclusión que se siguió una ley tipo, que se siguió un modelo: 
“Se parte del concepto de que este modelo es una representación o 
caracterización teórica de los distintos componentes que deben integrar una ley o 
política pública dirigida a enfrentar la violencia intrafamiliar contra las mujeres. 
Incluye los elementos técnicos y teóricos que definen, condicionan o afectan el 
problema, así como propuestas para que los países desarrollen, organicen y 
distribuyan los recursos destinados a atender las necesidades específicas 
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relacionadas con el problema en cuestión. La propuesta se denomina modelo 
porque incorpora de manera articulada las medidas sobre los temas prioritarios, 
los arreglos institucionales necesarios para su implementación, su evaluación y 
seguimiento. Asimismo, incorpora acciones específicas que relacionan la violencia 
intrafamiliar contra las mujeres con otras formas de violencia de género e 
incorpora también políticas de equidad de género. Dado que en América Latina se 
han diseñado e implementado leyes y políticas sobre el tema, el presente modelo 
incorpora las lecciones aprendidas de estas experiencias y coloca en una sola 
propuesta las intervenciones y medidas más exitosas de la Región e incluye 
distintas alternativas para llenar los vacíos ya identificados y atender a las 
limitaciones que estas mismas experiencias han tenido.”82 
De este breve recuento se infiere cuál ha sido el origen de todo lo que constituye 
materia de este estudio, y con él, concluir que no se trató de una normativa de 
generación espontánea, sino que correspondió a una corriente internacional, que 
se fue consolidando hasta el grado de influir en las decisiones de los Estados para 
que sus gobiernos incluyeran las orientaciones, las que se fueron consolidando 
paulatinamente como imperativos por fuerza de ratificación de los referidos 
Instrumentos. Fue así como en Colombia, sólo hasta 1996 se reglamenta una 
normativa Constitucional (art. 42). En el entretanto fue por vía de la jurisprudencia 
que se interpretó la necesidad de la aplicación de tales normas de orden 
internacional y se le dio cabida a través de la acción de tutela, por tratarse de la 
defensa de los derechos humanos de las víctimas de la violencia generada en el 
ámbito doméstico, acogiendo en principio la figura del bloque de constitucionalidad 
y utilizándola como una poderosa herramienta para cumplir con esa finalidad del 
Estado. 
3.2.  Aspectos procesales de la acción de protección83 
La acción de protección está condensada en un procedimiento breve y sumario, 
regido esencialmente por la oralidad, asimilado a la acción de tutela, con una 
doble instancia atípica en donde las decisiones de un funcionario administrativo, 
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Organización Panamericana de la Salud -Unidad de Género y Salud- .MODELO DE LEYES Y POLÍTICAS SOBRE 
VIOLENCIA INTRAFAMILIAR .CONTRA LAS MUJERES. Washington. 2004. Pág. 3. Recuperado en 2 de septiembre de 
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83Zárate Cortes, Henry. “La Acción de Protección de la violencia intrafamiliar: una acción constitucional” en Revista: 
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investido de facultades jurisdiccionales, son revisadas por vía de apelación ante el 
Juez de Familia quien se erige como superior funcional. 
Los términos de la acción de protección son cortos, con una capacidad de 
reacción de la institucionalidad señalada por la ley, consistente en que es factible 
adoptar medidas de protección con mucha agilidad, pues dice que dentro de las 
cuatro horas siguientes deberá adoptar alguna que amerite el grado de urgencia. 
Erigido sobre estos principios de brevedad y oralidad, el desarrollo probatorio es 
amplio, pues no existe un régimen o tarifa especial en este aspecto, por lo cual le 
es aplicable el Código de Procedimiento Civil en lo relacionado con el tema. 
La doble instancia se cumple en el efecto devolutivo, lo que da plena validez a las 
decisiones de la primera instancia que deben irse cumpliendo en el entretanto de 
la decisión del Juez de Familia quien puede confirmar, modificar o revocar la 
decisión. 
La acción de protección no es por sí misma sancionatoria, pues su cometido es 
prevenir, hacer cesar y erradicar la violencia intrafamiliar. De ahí que las medidas 
que se tomen están encaminadas a superar la situación de agresión y de latencia 
de la misma, siguiendo un procedimiento previsto para tal fin y del que a 
continuación nos ocuparemos desde sus puntos relevantes: 
i. La finalidad de la acción de protección: la Ley 294 de 1996 señala el 
propósito de la acción de protección como el tratamiento de las diferentes 
modalidades de violencia para preservar la armonía y la unidad familiar, sin 
embargo, este interés legal ha sido severamente cuestionado pues dice que no se 
puede sacrificar la integridad o la vida de las víctimas de la violencia en aras de 
mantener una institución en la que ya se ha perennizado la vejación y la violencia. 
Desde nuestro criterio, consideramos que este objetivo no riñe con el de brindar 
protección a las víctimas pues corresponde al juzgador hacer un ejercicio de 
ponderación en donde se somete a estudio y valoración los derechos en tensión 
para concluir cuál prevalece, si los derechos de la familia a la unidad y la armonía 
familiar, a través de sus miembros,  o los derechos vulnerados de los sujetos 
víctimas. 
ii. La violencia intrafamiliar: la Ley 1257 de 2008, en su artículo 16, define la 
violencia intrafamiliar como la acción ejercida por un miembro del grupo familiar 
hacia otro miembro, encaminada a producir un daño físico, psíquico o a la 
integridad sexual, o que contenga amenaza, agravio, ofensa o cualquier otro 
medio de agresión, valida de la fuerza. Se agrega que debe ser intencional, que 
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tiene un propósito por parte del agresor, como el reconocimiento, el acatamiento, 
la sumisión, el temor, el respeto, el amor, la autoridad, en fin, el objetivo implícito o 
explícito de ejercer y mantener el poder que ostenta en su entorno doméstico. Sin 
embargo, se destaca que debe ser siempre una acción y debe tener una 
intencionalidad, el ánimus nocendi de que hablan los penalistas, es decir, la carga 
emocional del daño que se quiere causar. Sin esto se quedaría en la simple 
negligencia, que no tiene la capacidad de inferir daño intencional, pues para que 
éste se consolide como resultado debe ser la consecuencia de la intención, no 
basta la actitud de incuria, sino que tiene que ser dolosa para hablar en términos 
de la punibilidad, aunque se quede en el campo de la tentativa.  
Las situaciones de negligencia y descuido que pueden aparejar consecuencias 
nefastas, principalmente para niños y niñas, tiene previstos procedimientos 
específicos para su intervención a través de los procesos administrativos de 
restablecimientos de derechos de que trata el Código de la Infancia y la 
Adolescencia. 
iii. Definición de familia para efectos de la Acción: la Ley 294 de 1996 reafirma 
la definición constitucional de la familia, que se constituye por vínculos naturales o 
jurídicos, por la libre decisión de un hombre y una mujer de contraer matrimonio  o 
por la voluntad responsable de conformarla. Para efectos de la Ley (art. 2º.) 
integran la familia: 
 Los cónyuges o compañeros permanentes; 
 El padre y la madre de familia, aunque no convivan en el mismo lugar; 
 Los ascendientes o los descendientes de los anteriores y los hijos 
adoptivos; 
 Todas las demás personas que de manera permanente se hallaren 
integrados  a la unidad doméstica.  
 
A su turno, el art. 34 de la Ley 1257 de 2008, extiende la aplicabilidad de las 
medidas de protección “…a las personas que cohabiten o hayan cohabitado”, lo 
que significa que se agrega un elemento más: que se haya cohabitado. 
Independientemente de si son padres comunes, el hecho de que hayan convivido 
legitima la posibilidad de promover las acciones de protección, así no tenga 
vigencia esa convivencia o cohabitación.   
 
Significa lo anterior, que dentro de las relaciones afectivas que sostienen personas 
del mismo sexo, unidas por el nexo de la convivencia pueden ser sujetos 
protegidos por la ley, sus destinatarios, ya que la normativa no exige como 
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requisito sine qua non  la existencia de vínculo de parentesco, sino la existencia 
del hecho de la convivencia, que exista o haya existido.  
 
iv. Autoridad competente y demanda: con la Ley 575 de 2000, la competencia 
de otorgar la medida de protección se le entrega a las Comisarías de Familia o, en 
su defecto al Juez Municipal, Civil o Promiscuo, y en el caso de que la violencia 
intrafamiliar se suscite en las comunidades indígenas, será competente la 
respectiva autoridad indígena. Ante dicha autoridad, y dentro de los treinta días 
siguientes al acaecimiento de la violencia se presenta la demanda de protección 
directamente por la víctima, pues no se requiere apoderado judicial para ello. La 
demanda se realiza sin más formalidades que la información necesaria sobre los 
hechos, la identificación de las partes y sus direcciones y en el mismo momento el 
funcionario debe advertir si existe alguna inconsistencia para que sea subsanada, 
luego no hay oportunidad para su inadmisión.   
 
La Ley 1257 de 2008 le quita la competencia de la mediación para que cese la 
violencia, maltrato o agresión, a los jueces de paz y a los conciliadores en 
equidad. 
 
V. Medidas de Protección: La Ley 1257 de 2008 enlista de manera enunciativa 
catorce medidas posibles que no se agotan ahí, pues el Juzgador puede adoptar 
cualesquiera otras que considere conducentes y apropiadas para el caso sometido 
a su decisión (art. 17). Éstas medidas van desde la amonestación al agresor hasta 
el desalojo del mismo de su propio hogar, cuando se constituye en una amenaza 
para la vida, la integridad física o la salud de cualquier miembro de la familia. 
Otras medidas como intervenciones reeducativas y terapéuticas, pago de gastos 
que haya originado la conducta del agresor, prohibiciones especiales, orden a la 
policía para que extreme vigilancia de la víctima, desarme del agresor; definición 
de custodia, visitas y obligaciones alimentarias deben ser prácticas, pertinentes y 
conducentes, pero por sobre todo, eficaces. 
 
Estas medidas de protección pueden ser tomadas por la autoridad competente de 
manera provisoria dentro de las cuatro horas siguientes a la formulación de la 
demanda y las definitivas dentro de los diez días siguientes.  
 
vi. Trámite del proceso: Recibida la demanda se admitirá y señalará fecha para 
que se lleve a cabo una audiencia en la que participarán las partes. La notificación 
al demandado se suministra de manera personal o por aviso fijado en la puerta de 
acceso del inmueble donde reside, que se surte a través del notificador, nunca por 
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medio de la misma víctima. La ausencia del demandado a la audiencia hará 
presumir ciertos los hechos susceptibles de confesión y se continúa el proceso sin 
su presencia. Ante la presencia de victimario se le escucha en descargos, 
garantizando así su derecho a la defensa, oportunidad que tiene para solicitar las 
pruebas que pretenda hacer valer. 
 
La etapa del trámite del proceso ofrece dos particularidades: la de avenimiento y la 
oportunidad de aplicar el principio de justicia restaurativa. 
 
La primera particularidad, es la del avenimiento entre las partes, como medio legal 
para buscar las fórmulas de solución al conflicto. Con esto se pretende encontrar 
alternativas, porque no se trata de conciliar la violencia sino sus efectos, por 
ejemplo, el desalojo, las normas de una convivencia segura, una separación, la 
liquidación de sociedad conyugal, en fin, todas las decisiones que ofrezcan 
seguridades de no reiteración de la violencia y la protección de la víctima.  
 
La otra particularidad, es la oportunidad de aplicar el principio de la justicia 
restaurativa, en la que víctima y victimario, con la presencia de un facilitador, 
buscan por sí, frente a frente, los mecanismos de restauración del daño y prever a 
futuro la forma de su relación, a fin preservarla de la violencia. 
 
No son extraños los que convergen en el proceso, son seres humanos unidos por 
una historia común de vida. Por tanto, deben ser ellos quienes de manera 
consensuada exploren alternativas para la reparación del daño físico y sobre todo 
del daño moral, espiritual, que por regla general compromete a las demás 
personas que integran esa unidad doméstica o esa familia. Esa debe ser la 
pretensión de esta oportunidad procesal, sin perder de vista que por disposición 
de la misma Ley, la víctima cuando de mujer se trate, no está obligada a ser 
confrontada con su agresor, derecho del que puede hacer uso si así lo menciona. 
El proceso es una instancia que se convierte en un medio y “…todo lo que ocurra 
en el proceso, impone deberes adicionales a todos los actores, pues a la par de la 
eventual solución de un conflicto, hay subproductos, desprendimientos educativos 
forjadores de valores y artífices de la cohesión social”84. 
vii. Imposición de la medida: se decide el proceso con la decisión que impone 
medida de acuerdo a las necesidades de protección, fallo que es apelable ante el 
Juez de Familia en el efecto devolutivo, lo que significa que no suspende los 
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efectos del mismo. Para el ausente la decisión surte plenos efectos desde ese 
momento. 
viii. Incidente de incumplimiento: el no acatamiento de la medida dará lugar a 
tramitar por vía incidental el incumplimiento, que corresponde al desacato en la 
tutela y se aplican los mismos dispositivos normativos contenidos en el Decreto 
2591 de 1991, y en el que se notificará personalmente al demandado, se le 
concederá la oportunidad de su defensa, se decretarán y practicarán las pruebas y 
competerá al comisario o juez, si se encontrare culpable al demandado, imponer 
multas que pueden oscilar entre los dos y los diez salarios mínimos mensuales, 
mediante resolución, que no es apelable pero que sí se debe consultar con el Juez 
de Familia; esta consulta tendrá el propósito de controlar su legalidad. En firme la 
imposición de la sanción, el demandado cuenta con cinco días para su pago en el 
tesoro municipal correspondiente y si no lo hiciere procederá la conversión en 
arresto, a razón de tres días por cada salario mínimo impuesto, lo cual significa 
que no puede pasar de treinta días. En caso de reincidencia dentro de los dos 
años siguientes, la sanción será de arresto directo entre 30 y 45 días. 
Por cuanto la autoridad -comisario- pese a estar investida de funciones 
jurisdiccionales, es de naturaleza administrativa, por ello no puede privar de la 
libertad a ningún ciudadano. En consecuencia deberá ser el Juez de Familia quien 
haga efectiva la conversión ordenando el arresto y emitiendo la orden de captura y 
el lugar en donde debe cumplirse. 
ix. Vigencia de la medida: la medida de protección asumida por el Comisario o 
Juez permanecerá vigente mientras persistan las circunstancias que dieron origen 
a ella y su terminación procederá a solicitud de las partes, del Ministerio Público o 
del Defensor de Familia, siempre que se haya demostrado plenamente que se han 
superado las razones que motivaron la medida. La ley no fija término de vigencia 
de las medidas, por lo tanto, la forma de terminación sólo la establece el art. 18 de 
la Ley 294 de 1996, modificado por el art. 12 de la Ley 575 de 2000, y así lo fija el 
Decreto Reglamentario 4799 de 2011. 
Concluye este apartado con la categórica afirmación que el proceso que rige la 
Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar guarda profundas similitudes con 
las demás acciones constitucionales, en cuanto a su excepcionalidad, sumariedad, 
agilidad, prevalencia del derecho sustancial sobre las formalidades y en particular 
en cuanto a su finalidad: la protección de los derechos humanos, lo que permite 
incluirla dentro de la misma clasificación. 
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Pero también permite precisar su impronta, que la hace diferente a las otras, 
porque cuenta con su propia regulación normativa, tanto de tipo constitucional 
como legal; la específica cualificación de las partes para su legitimación procesal, 
circunscribiéndola a los miembros del núcleo doméstico; el limitado y estricto 
término de la caducidad; solo puede intentarse entre personas naturales; las 
decisiones tienen efecto Inter partes, pero puede vincular o comprometer a otras 
entidades o autoridades no  convocadas para la ejecución  de las providencias; 
por la amplia gama y alcance de las medias de protección, con capacidad de  
adoptar, además de las enunciadas en la ley, las que fueren menester para la 
satisfacción y garantía de derechos sometidos a su juzgamiento. 
Queda pendiente por hilvanar todos los elementos observados y aislados para 
superar el estadio de la conjetura y pasar al campo de la aplicación y explicación 
práctica, a lo cual se procede a continuación. 
3.3. Propuesta para la discusión: la naturaleza constitucional de la Acción de 
Protección de la Violencia Intrafamiliar. 
 
3.3.1.  Proceso jurisdiccional y no administrativo. 
Una parte del debate consiste en determinar si la acción es de carácter judicial o 
administrativa. Las Comisarías de Familia fueron creadas por el Código del 
Menor85, hoy por el Código de la Infancia y la Adolescencia86 y uno y otro las 
considera como autoridades administrativas. Sin embargo, con la Ley 575 de 2000 
la competencia para conocer de la Acción de Protección fue trasladada a las 
Comisarías de Familia, lo que seguramente ha llevado a considerar que, viniendo 
esa competencia de los Juzgados de Familia, la que le había sido otorgada por la 
Ley 294 de 1996 y pasar a las Comisarías, entonces el proceso se desjudicializa y 
se torna administrativo.  
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“ARTÍCULO 295. Créanse las Comisarías Permanentes de Familia de carácter policivo, cuyo número y organización serán 
determinados por los respectivos Concejos Municipales o Distritales.” 
“ARTÍCULO 296. El objetivo principal de estas comisarías, es colaborar con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar y 
con las demás autoridades competentes en la función de proteger a los menores que se hallen en situación irregular y en 
los casos de conflictos familiares.”  
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ARTÍCULO 83. COMISARÍAS DE FAMILIA. Son entidades distritales o municipales o intermunicipales de carácter 
administrativo e interdisciplinario, que forman parte del Sistema Nacional de Bienestar Familiar, cuya misión es prevenir, 
garantizar, restablecer y reparar los derechos de los miembros de la familia conculcados por situaciones de violencia 
intrafamiliar y las demás establecidas por la ley. 
“El Instituto Colombiano de Bienestar Familiar como entidad coordinadora del Sistema Nacional de Bienestar Familiar será 
el encargado de dictar la línea técnica a las Comisarías de Familia en todo el país.” 
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Por vía de ejemplo: Marisol Palacio Cepeda87 en la respuesta a su auto 
formulación de si las funciones de comisarios de familia son jurisdiccionales o 
administrativas, se inclina por la segunda, afirma que ostenta funciones 
esencialmente policivas y además afirma: “…a  mi juicio, las funciones asignadas 
a los Comisarios (as) de Familia en el marco de la acción e violencia intrafamiliar 
no los convierte en jueces…esto es, no hay una norma por la cual se les otorgue 
una naturaleza distinta a la funcional.” y más adelante reseña: “…se desprende -
que las jurisdicciones no pueden ser creadas por la ley- si bien sí convalidadas; 
deben darse por mandato directo constitucional, prueba de ello es que las 
jurisdicciones especiales tienen un carácter taxativo en virtud del mandato del 
artículo 246 superior.” 
Se despeja el panorama si se tiene en cuenta que desde la perspectiva normativa, 
tanto Constitucional como legal, la intervención de la violencia intrafamiliar está 
prevista como una acción que se sigue a través de un proceso y tiene fijado un 
procedimiento. Tiene asignado su “juez natural”, en principio el juez de familia, 
después el comisario de familia. Su marco normativo se puede sintetizar así: el 
artículo 42 de la Carta se reglamenta por las Leyes 294 de 1996, 575 de 2000, a 
su vez reglamentadas por el 652 de 2001; la Ley 1257 de 2008 y su Decreto 
Reglamentario 4799 de 2011, todo en concordancia con el Decreto 2591 de 1991. 
 
Es de naturaleza jurisdiccional pese a que sea un funcionario administrativo el que 
conozca de ella, pues a éste se le inviste de tales facultades en virtud del art. 116 
Constitucional:  
 
“ARTÍCULO 116. La Corte Constitucional, la Corte Suprema de Justicia, el 
Consejo de Estado, el Consejo Superior de la Judicatura, la Fiscalía General de la 
Nación, los Tribunales y los Jueces, administran justicia. También lo hace la 
justicia penal militar… 
 
“Excepcionalmente la ley podrá atribuir función jurisdiccional en materias precisas 
a determinadas autoridades administrativas. Sin embargo no les será permitido 
adelantar la instrucción de sumarios ni juzgar delitos…” 
 
El hecho de radicar la competencia en funcionario de naturaleza distinta, no 
cambia la esencia de la Accióny por ello es precisamente que sea ante el Juez de 
Familia en donde se adelanta la segunda instancia, la consulta ante las sanciones 
y las órdenes de arresto con ocasión de las anteriores. 
                                                          
87
 Palacio Cepeda, Marisol. La Violencia Intrafamiliar -Teórico-Práctico-. Editorial Leyer. Bogotá. 2008. Págs. 169-171.  
74 
 
 
Asimismo, se explica la naturaleza jurisdiccional de la Acción y de carácter 
constitucional de la misma y la investidura de comisarios de familia en funcionarios 
que integran la jurisdicción constitucional, conforme a lo previsto por la Ley 
Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270 de 1996 art. 13): 
 
“ARTÍCULO 13. DEL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN JURISDICCIONAL POR 
OTRAS AUTORIDADES Y POR PARTICULARES. Ejercen función jurisdiccional 
de acuerdo con lo establecido en la Constitución Política: 
  
“1. El Congreso de la República, con motivo de las acusaciones y faltas 
disciplinarias que se formulen contra el Presidente de la República o quien haga 
sus veces; contra los Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, del Consejo de 
Estado, de la Corte Constitucional y del Consejo Superior de la Judicatura y el 
Fiscal General de la Nación, aunque hubieren cesado en el ejercicio de sus 
cargos. 
  
“2. Las autoridades administrativas respecto de conflictos entre particulares, 
de acuerdo con las normas sobre competencia y procedimiento previstas en 
las leyes. Tales autoridades no podrán, en ningún caso, realizar funciones de 
instrucción o juzgamiento de carácter penal;…” (Negrillas fuera del texto) 
Puede concluirse entonces, como se indicó al comienzo de esta reflexión, que el 
hecho del traslado de competencia de una autoridad judicial a una administrativa, 
no muta su condición, su esencia, que es la de protección, defensa, prevención de 
la vulneración de derechos humanos, de derechos fundamentales, y esta 
enmienda además conlleva el alto cometido de defender la Constitución y velar 
por su supremacía, luego no puede tener un tinte distinto del jurisdiccional: por ser 
de su naturaleza, por disposición propia constitucional y por disposición legal 
como se ha demostrado, pues encuentra en estos tres argumentos la solidez de la 
conclusión. 
3.3.2  La naturaleza constitucional de la Acción de Protección de la Violencia 
Intrafamiliar. 
i) Para dar cuerpo a esta formulación teórica debe darse paso a la materialización 
de los principios: 
 
Se inicia el recorrido desde la principialística y desde allí se le da peso a los  
principios constituidos en derechos, que se erigen como los fundamentos sobre 
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los que se finca buena parte del Derecho. Se trata aquí de darle contenido jurídico 
a un texto esencialmente político y con ello se sustenta la materialización de las 
garantías contenidas en postulados, cánones constitucionales que representan 
principios -la vida, la vida digna, la justicia, el debido proceso, la libertad, equidad, 
etc.-, y que por ende, con grado de supremacía, pretenden dar a una estructura 
lógica de convivencia, otorgando para ello los medios suficientes y necesarios 
para la consolidación, en nuestro caso, de los instrumentos jurídicos procesales 
para exigirlos y hacerlos materiales, plenos, ya no meramente formales, y esos 
instrumentos son los procedimientos constitucionales. 
 
Siguiendo con la definición de justicia, seguido por la identificación del derecho al 
acceso a la justicia, derecho fundamental desde luego -no absoluto-, pilar sobre el 
que se edifica toda la estructura axiológica de los demás derechos contenidos en 
postulados que pretenden la plena realización del hombre como ser humano, 
como persona, y que sin la posibilidad de exigibilidad de su garantía y efectividad 
no son derechos sino sencillos enunciados carentes de valor, se desemboca en la 
jurisdicción y en particular en la Jurisdicción Constitucional, señalada como la 
instancia, la sede judicial, el escenario natural en donde tiene lugar el ejercicio 
material de la exigibilidad de la salvaguarda de la Constitución y con ella de los 
derechos humanos y de las libertades. 
 
En materia de principios, considerados como normas de derecho fundamental, se 
reputan como tales, es decir como principios en la medida que estatuyen garantías 
y así lo sentencia Alexy88. Luego para el caso colombiano, deben considerarse 
como principios todas las garantías contenidas en la Carta, y para el tema que 
interesa a este estudio colegirse que son principios: los contenidos en el 
preámbulo, tales como la vida, la convivencia, la justicia, la igualdad, el 
conocimiento, la libertad y la paz;  de igual manera, por expresa disposición 
normativas los contenidos en el Título I, “De los principios fundamentales”, entre 
ellos el Estado Social de Derecho, el respeto a la dignidad humana y la garantía 
de protección de todas las personas residentes en Colombia, en cuanto a sus 
derechos y libertades sociales; los derechos inalienables de la persona y el 
amparo a la familia como unidad básica de la sociedad; Los contenidos en el 
Título II “De los derechos, las garantías y los deberes” y dentro de éste los 
personalísimos contenidos en el Capítulo I, “De los Derechos Fundamentales”: la 
vida, la integridad, la libertad e igualdad, la intimidad, al libre desarrollo de la 
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personalidad, la libertad en toda su dimensión, la honra, la paz, el debido proceso, 
los derechos políticos; 
 
La familia cuenta, como núcleo fundamental de la sociedad, con la garantía de sus 
derechos a la honra, la dignidad, la intimidad, a su protección integral, en especial 
frente a cualquier forma de violencia (C.P. 42), no solo proscribiéndola sino 
imponiendo su sanción. 
 
La mujer, la infancia, la adolescencia, adultez mayor, como las personas en 
situación e discapacidad cuentan con especial protección normativa, léase desde 
los propios principios, baste para ello ver los arts. 43, 44, 45, 46 y 47 de la Carta. 
Se constituyen en personas que se hallan en estado de vulnerabilidad, de riesgo o 
que por su condición en la sociedad ameritan una protección reforzada. Para el 
caso de la violencia Intrafamiliar, como se anotó en la introducción de este trabajo 
(pág. 1), son las poblaciones más afectadas por este fenómeno, esto es que 
sumadas integran el 90% de las víctimas, lo que justifica esa mirada diferencial 
que desde la propia Constitución comienza a irrigar todo el sistema normativo 
nacional con ese enfoque. 
 
La garantía del derecho a la justicia, y el principio de acceso a ella, previsto en el 
Capítulo IV: “De la protección y aplicación de los derechos”, prevé normativamente 
que son de aplicación inmediata los enlistados en el art. 85. Este Capítulo 
contempla, como ha quedado consignado en el acápite correspondiente en esta 
presentación, las acciones de naturaleza constitucional de las que se valen los 
asociados y las propias autoridades para ejercitar la garantía de esos derechos 
fundamentales, la tutela (86), de cumplimiento (87), las populares (88) y una 
disposición en particular de la cual se tratará a continuación. 
 
El artículo 89 de la Carta dispone: “Además de los consagrados en los artículos 
anteriores, la ley establecerá los demás recursos, las acciones, y los 
procedimientos necesarios para que se puedan propugnar por la integridad del 
orden jurídico, y por la protección de sus derechos individuales, de grupo o 
colectivos frente a la acción u omisión de las autoridades públicas.”, obsérvese 
entonces cómo el Capítulo IV no es taxativo sino enunciativo, es decir se limita a 
enunciar algunas de las acciones, sin que contemple articulado de cierre para 
ellas, como a renglón seguido (art. 94) la propia Constitución lo indica, por esa 
razón se encuentran acciones de esta misma estirpe diseminadas por la propia 
Constitución: acción de Hábeas Corpus, personalísima para garantizar la libertad; 
las previstas para la salvaguarda de la Constitución por cuenta del Consejo de 
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Estado y la Corte Constitucional de acuerdo con los preceptos de los arts. 237-2 y 
241 respectivamente. 
 
Todo el entramado normativo Constitucional que apunta a la satisfacción y 
ejercicio de los derechos humanos, además del art. 42, en concordancia con los 
arts. 2, 5, 13, 43 y 44, dan la garantía de atención, intervención, erradicación y 
sanción de la violencia intrafamiliar, y prevén el medio para materializar esa 
garantía, la cual inicialmente se siguió por los parámetros fijados para la acción de 
tutela, pero que posteriormente el Legislador la individualizó como la Acción de 
Protección de la Violencia Intrafamiliar, con la Ley 294 de 1996. 
 
Siendo entonces principios constitucionales la garantía y defensa de los derechos 
humanos y el acceso a la justicia para ejercer tal garantía,  y siguiendo la máxima 
que lo accesorio sigue a lo principal, las acciones contempladas para dicho 
ejercicio serán de la misma naturaleza. 
 
ii).- Se aterriza entonces en el derecho Procesal Constitucional, como toda la 
instrumentación con que se dota a la Jurisdicción Constitucional para cumplir con 
el cometido de la satisfacción  de la Defensa de la constitución. Ferrer Mac-
Gregor, en un ensayo en el que profundiza y desentraña la fortaleza de la 
argumentación de Fix-Zamudio, sobre este aspecto afirma: “…En síntesis, afirma 
[Fix-Zamudio] que el concepto genérico  de la defensa de la Constitución, se 
desdobla  en dos categorías fundamentales. a) La protección de la Constitución y 
b) las garantías constitucionales.  
 
“a) La protección de la constitución se integra por todos aquellos factores políticos, 
económicos, sociales e incluso de técnica jurídica incorporados a los textos 
fundamentales con la finalidad de limitar el poder y lograr el funcionamiento 
equilibrado de los poderes públicos… Asimismo, dentro de este sector de 
protección de la Constitución, destacan los principios jurídicos de la supremacía 
constitucional y el procedimiento dificultado de reforma al texto fundamental…”,  
“b) Las garantías constitucionales, en cambio, comprenden aquellos instrumentos 
predominantemente procesales y establecidos generalmente  en el propio texto 
fundamental, teniendo como finalidad la reintegración del orden constitucional  
cuando ha sido desconocido o violado por los órganos de poder…”89. De esta 
forma se hace claridad diferenciar el término “garantías constitucionales” que Fix-
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Zamudio plantea como instrumentos procesales, del término de “garantías 
individuales” con que la Constitución mexicana identifica los derechos 
fundamentales. 
 
En ese desdoblamiento en dos vertientes: protección de la constitución y garantías 
constitucionales, concurre la protección de los derechos humanos y las garantías 
constitucionales, que como las entienden los comentaristas de Fix-Zamudio y 
Ferrer Mac-Gregor, son instrumentos procesales de alta jerarquía, aunque solo 
corresponde a una arista de la supremacía constitucional, pero necesaria para la 
defensa de los derechos fundamentales constitucionales. 
 
Todos los autores reseñados en este campo, de una u otra forma, convergen en la 
misma conclusión, que es materia de conocimiento de la Jurisdicción 
Constitucional todo aquello que atente o amerite decisión cuando se esté en 
discusión o en presencia de posible vulneración de los principio de la supremacía 
constitucional, es decir que atente contra la Carta Magna o contra los postulados 
allí contenidos que reconocen los derechos humanos, individuales o colectivos, y 
que por tanto es el Derecho Procesal Constitucional, como instituto autónomo y no 
como un apéndice del Derecho Procesal General, el que instrumente ese 
conocimiento y tramitación, garantizando con ello el derecho superior del acceso a 
la justicia para su protección y efectivización material. 
 
Se plantea un catálogo o una clasificación de los medios de defensa 
constitucional, en preventivos, represivos y reparadores90, y se confunden de 
alguna manera con los fines de los mecanismos de defensa constitucional, y para 
el caso que nos ocupa encontramos que esos tres propósitos no son los que 
inspiran la acción de protección de la violencia intrafamiliar, pues esta, como se ha 
expresado a lo largo del planteamiento académico, apunta a la defensa y garantía 
de los derechos humanos, y para cuyo propósito tiene algunos fines como lo 
podrían ser los ya enunciados -preventivos, restaurativos o reparadores- y en 
últimas, como última ratio, los represivos, todos encaminados a la prevención, 
erradicación y sanción de la violencia doméstica. 
 
En ese ejercicio se van desglosando los diferentes aspectos que van tomando 
cuerpo integral: 
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Los derechos humanos, son derechos humanos de hombres y mujeres contenidos 
en la Carta Constitucional -por tal razón se califican como derechos 
fundamentales-  y en los instrumentos de corte supranacional que los enuncia; 
tienen un cariz particular que se enmarcan dentro de principios, tales como el de la 
posibilidad de su exigibilidad y el de igualdad, con éste ínsito el de la no 
discriminación, vital para este efecto académico. En tratándose de mujeres ha 
dispuesto un hito, entendido como una cruzada de vindicación de sus derechos 
históricamente desconocidos y conculcados, a través de acciones afirmativas, que 
permiten “…emplear las clasificaciones prohibidas porque precisamente ellas son 
las que hacen posible distinguir y delimitar al grupo de beneficiarios. Es importante 
resaltar que la medida no puede tener como destinatario un individuo en particular 
sino un grupo de individuos… Por ejemplo, para permitir que las mujeres 
trabajadoras puedan alimentar a sus hijos y conservar su remuneración y su 
empleo, la ley ha establecido beneficios especiales para ellas, lo cual implica 
utilizar una clasificación por razón del sexo  para favorecer a un grupo.”91 
 
iii) Son múltiples los mecanismos jurídicos, normativos para enfrentar la violencia 
contra la mujer y la violencia intrafamiliar, que en el concierto mundial, y 
especialmente en el latinoamericano, fruto de pactos, tratados y convenios 
internacionales, contemplan la adopción de medios y herramientas judiciales para 
el enfrentamiento de la violencia contra la mujer y la violencia intrafamiliar. 
Colombia no ha sido ajena a ese compromiso,  pues ha ratificado la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra la mujer 
(CEDAW) a través de la Ley 51 de 1981 y la Convención Interamericana para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra la mujer (Belém do Pará), por 
medio de la Ley 248 de 1996.  
 
Colombia, en materia legislativa, ha tenido avances significativos. Sin embargo en 
su aplicación y en la adopción de políticas coherentes tiene ciertas talanqueras por 
salvar, pues lo más importante es superar las dificultades que representan la 
cultura y la costumbre no sólo de la ciudadanía sino en sus propias instituciones. 
 
Desde 1991 con el advenimiento de la Constitución Política se contempló la 
inviolabilidad de la persona y la familia como institución básica de la sociedad (art. 
5); el reconocimiento de la libertad y la igualdad de las personas ante la ley y la 
proscripción de cualquier tipo de discriminación, entre otras, por razón del sexo 
(art. 13); la familia como unidad básica de la sociedad, el respeto e igualdad entre 
                                                          
91
 Cepeda E., Manuel José. Los Derechos Fundamentales en la Constitución de 1991. Editorial Temis S.A., Santa Fe de 
Bogotá, 1992. Pág. 91  
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sus miembros, y la sancionabilidad de la violencia que se genere en su interior 
(art. 42), con lo cual se le da una jerarquía constitucional, tanto a la familia como a 
la procedibilidad de acciones encaminadas a su protección.  
 
Mediante la Ley 294 de 1996, se estableció la acción de protección contra la 
violencia intrafamiliar, con la cual la víctima podía intentar acción judicial ante el 
Juez de Familia para que se le otorgara una medida de protección y su posterior 
sanción en caso de incumplimiento.  A la postre se presentó la inconformidad en 
los estrados judiciales porque este tipo de procesos atiborró la jurisdicción de 
familia, en donde, además, esta situación se suele ver como pleito menor, otra 
dificultad por superar. 
 
A través de la ley 575 de 2000, se cambia la competencia para el conocimiento de 
la acción y en cumplimiento de las atribuciones que confiere el art. 116 
constitucional, se otorgan facultades jurisdiccionales a autoridades administrativas 
como lo son las Comisarías de Familia, para que conozcan de ellas, con una 
segunda instancia ante el Juez de Familia. Todo esto se reglamenta a través del 
Decreto 652 de 2001, el cual determina que, para los efectos de la apelación, 
sanción y demás procedimientos asimilables, se aplicará lo previsto en el Decreto 
2591 de 1991, que reglamenta la Acción de Tutela. 
Hoy, con la Ley 1257 de 2008, en lo relacionado con la violencia intrafamiliar, se 
elimina la competencia de los jueces de paz para conocer las situaciones de 
violencia; asimismo se amplía la gama de medidas de protección y se redefine el 
concepto de familia para la aplicación de la acción, temas sobre los cuales  
volveremos de manera puntual más adelante. 
El Decreto 4799 de 2011, en su afán de hacer operativa la normativa legal, 
procura, en el ejercicio de su reglamentación, fijar pautas de aplicación, señalando 
senderos de desarrollo procesal con los cuales se pretende guiar a los operadores 
con mayor seguridad, dada la atomizada y anárquica interpretación que ha llevado 
en muchos casos a hacer nugatorios sus efectos. 
Esta digresión resulta pertinente para mostrar que la Acción de Protección es 
empleada cada vez más por las víctimas de la violencia y se ha constituido en 
alternativa por las medidas de amparo que se otorgan. Del mismo modo, se hace 
evidente que se incrementan las demandas, en la medida en que se divulga entre 
la ciudadanía la existencia de este mecanismo jurídico. 
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Cabe anotar que lo denominado en nuestro medio como violencia intrafamiliar se 
ajusta más a las características de la violencia doméstica, por hacer referencia al 
aspecto relacional por encima del parental Sin embargo ambos términos son 
entendidos como sinónimos, por ello se utilizan indistintamente, pese a las 
diferencias que entrañan. 
Significa lo anterior que el término violencia intrafamiliar es aplicado de manera 
inapropiada porque el propósito jurídico de la normativa que regula la materia no 
es, en sí mismo, preservar las relaciones parentales sino las relaciones 
domésticas. De este modo se amplía la idea que se tiene de familia, diciendo que 
un medio para la conformación de la familia, además de lo parental es lo 
relacional, valga decir, la intencionalidad de crear espacios de convivencia y 
cohabitación, con sentido de permanencia y pertenencia.  
Resulta interesante ver cómo existen posiciones contrarias a la premisa aquí 
planteada. Se afirma la pérdida de rango constitucional del amparo de la violencia 
intrafamiliar al expresar “… en el período comprendido entre 1993 y 1996, la Corte 
se pronunció en reiteradas oportunidades sobre la posibilidad de considerar 
procedente la tutela impetrada por una mujer víctima de violencia física 
proveniente de su esposo, compañero permanente o padre de sus hijos. La 
búsqueda a través de los índices elaborados por la relatoría de la Corte indica que 
existen por lo menos 19 sentencias sobre el tema.… El asunto, no obstante, 
desaparece de la órbita del amparo constitucional para el año de 1997, cuando se 
sienta la doctrina de que las mujeres ya cuenta con un medio más eficaz que la 
tutela para obtener la protección de sus derechos, creado por la Ley 294 de 
1996.”92 (Subrayas ajenas al texto). 
Si bien se identifica el tratamiento constitucional de la acción de protección de la 
violencia intrafamiliar exclusivamente por la vía de la acción de tutela, restándole 
esa calidad al nuevo instituto procesal integrado a la vida jurídica nacional a través 
de la referida Ley de 1996, sirve entonces como un argumento a favor de la 
postulación constitucional de la Acción de Protección, pues allí mismo se reseña el 
que la protección de las víctimas de la violencia intrafamiliar procedía a través de 
un medio constitucional, la tutela, es decir, reconoce que es ese el nivel 
(constitucional)en el que debe ser tratado el fenómeno, despojando así de 
contundencia el demérito de la nueva figura procesal, porque independientemente 
de la acción que se utilice para la protección de las víctimas de la violencia 
intrafamiliar, se concluirá que es el mecanismo de jerarquía constitucional el 
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requerido para la garantía de satisfacción y protección de derechos humanos. El 
hecho de haberse legislado sobre una acción en particular no modifica su esencia, 
como ya ha quedado explicado.  
Del rastreo bibliográfico no se infiere que autor alguno le otorgue la naturaleza 
constitucional a la Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar, no lo hace 
Marisol Palacio Cepeda93, ni Jaime Herrera Faría94, ni la investigación dirigida por 
Norma Rubiano95, ni Isabel Cristina Jaramillo96, como tampoco Edgardo Villamil 
Portilla97, Javier Henao Hidrón98, Alejandro Bañol99 ni Ernesto Rey Cantor. En fin, 
quienes han abordado la cuestión de la violencia intrafamiliar específicamente, 
como quienes han ahondado el tema de las acciones constitucionales, no han 
atribuido o han clasificado la acción de violencia intrafamiliar dentro de esta 
estirpe, no ha merecido ese análisis específico, y de este aspecto bajo esa 
perspectiva no se ha ocupado la Corte Constitucional, la que se ha encargado de 
afirmar que no procede la acción de tutela para amparar derechos vulnerados con 
ocasión de la violencia intrafamiliar por existir una acción específica, más eficaz 
que la tutela, la de protección de la violencia intrafamiliar 
En materia de la potestad jurisdiccional para Comisarios de Familia, para decidir 
sobre derechos fundamentales, la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia 
establece lo siguiente:   
 
“ARTÍCULO 43. ESTRUCTURA DE LA JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL. La 
Corte Constitucional ejerce la guarda de la integridad y supremacía de la 
Constitución en los estrictos y precisos términos de los artículos 241 al 244 de la 
Constitución Política. El Consejo de Estado conoce de las acciones de nulidad 
por inconstitucionalidad de los decretos dictados por el Gobierno Nacional, cuya 
competencia no corresponda a la Corte Constitucional.  
  
“También ejercen jurisdicción constitucional, excepcionalmente, para cada 
caso concreto, los jueces y corporaciones que deban proferir las decisiones 
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de tutela o resolver acciones o recursos previstos para la aplicación de los 
derechos constitucionales.” (Destacado fuera del texto) 
 
Como lo explica Oscar Dueñas, “la jurisdicción constitucional ha sido Adscrita a la 
Corte Constitucional, por la Ley 585 de 2000, artículo 1, literal c) en armonía con el 
artículo 48 de la Ley 270 de 1996. La jurisprudencia ha explicado que existe la 
jurisdicción constitucional orgánica (solamente le corresponde a la Corte 
Constitucional y a la jurisdicción constitucional funcional (Corte Constitucional, 
Consejo de Estado y jueces y corporaciones que conoce de acciones 
constitucionales, esencialmente de la tutela.”100 Hay decisiones de la Corte 
Constitucional en este mismo sentido.101 
 
La Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar, se recalca, por sí misma no 
es sancionatoria, sino que pretende brindar amparo a la víctima de la violencia 
doméstica y hacer cesar la vulneración de sus derechos. En consecuencia podría 
afirmarse que se trata de medidas cautelares las adoptadas, y encaminadas a 
cesar la violencia intervenida, en tanto que no son definitivas, pues solo 
prevalecerán mientras persistan las conductas agresivas denunciadas, lo cual les 
da el carácter de temporarias. Así pues, el funcionario administrativo no juzga 
conductas desde la perspectiva penal, es decir no juzga delitos, lo cual lo habilita 
para conocer de este tipo de juicios. 
 
Por tratarse de una acción constitucional para la protección y debido ejercicio de 
los Derechos Humanos, opera el Bloque de Constitucionalidad, contemplado por 
el art. 93 de la Carta, lo cual significa que han de considerarse que la normativa 
supranacional integra nuestro compendio normativo a aplicar, con base en lo 
previsto en la Ley 1257 de 2008, artículo 4 que dice: “Criterios de Interpretación. 
Los principios contenidos en la Constitución Política, y en los Tratados o 
Convenios Internacionales de derechos humanos ratificados por Colombia, en 
especial la convención sobre la eliminación de todas las formas de discriminación 
contra la mujer y la convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar 
la violencia contra la mujer, las demás leyes, la jurisprudencia referente a la 
materia, servirán de guía para su interpretación y aplicación.” 
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El haber incursionado en este capítulo en la parte puramente técnica de las 
acciones constitucionales, permitió establecer la identidad propia de la Acción de 
Protección, su origen constitucional, y cómo desde la misma Carta se establece se 
su naturaleza Superior, la que puesta en el contexto de las demás acciones del 
mismo género, resulta fácil determinar sus coincidencias sustanciales –protección 
de derechos humanos- y procesales, llegando a compartir  parte del cuerpo 
normativo que las rige, como en el caso de la tutela, a cuyo procedimiento se 
remite parte de la tramitación del proceso de protección de violencia intrafamiliar. 
 
CONCLUSIONES 
 
En Colombia la protección de las víctimas de la violencia intrafamiliar, con la 
Constitución de 1991, goza de la protección especial por parte del Estado, y así lo 
conciben los principios de garantía y defensa de derechos humanos y de acceso a 
la justicia material, lo cual se logra, en cumplimiento y desarrollo de los arts. 5, 13, 
42, 43, 44, 89 de la Carta, a través de la Acción Constitucional. 
Asimismo, esta Acción engrosa la lista de procesos de esta envergadura que 
tienen curso dentro de la denominada Jurisdicción Constitucional, como lo señala 
a el art. 43 de La Ley Estatutaria de la Administración de Justicia (Ley 270 de 
1996), valido de todo un dispositivo procesal constitucional que la instrumentaliza, 
por ende debe ser considerada como una acción esencialmente jurisdiccional, en 
este momento atendida, por mandato del art. 116 Superior, por funcionarios de 
carácter administrativo, pero investidos de funciones jurisdiccionales.  
Ahora, en desarrollo del art. 13 de la Ley 270 de 1996, lo comisarios de familia por 
esta vía fungen como jueces naturales de la violencia intrafamiliar con los fines 
indicados, eso sí, sin que les sea permitido juzgar delitos ni imponer condenas 
penales, y consuman su misión mediante proceso autónomo que no depende de 
otro principal, que se agota en sí mismo mediante decisión que cumple los mismos 
efectos de la sentencia judicial, con las mismas características y particularidades, 
y con idénticas exigencias de fondo y de forma para su validez, sujeta a la 
contradicción por vía de apelación. 
Una esquemática síntesis normativa arrojaría el siguiente resultado: 
i) Principio Constitucional de garantía y defensa de los derechos humanos, 
fundamentales: Preámbulo, Arts. 2, 5, 11 a 34, 37 y 40, 42, 43, 44. 
ii) Principio Constitucional de acceso a la justicia material: Preámbulo, arts. 2, 
5, 13, 29, 42, 44, 85, 89, 116, 228 y 229, art. 43 de la Ley Estatutaria de 
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la Administración de Justicia, con fundamento en los cuales se cumple 
por medio de una Acción Constitucional. 
iii) Acción que se adelanta por medio de un proceso judicial, arts. 85, 89 y 116 
de la Carta Política, art. 13 de la Ley Estatutaria de la Administración de 
Justicia, Leyes 294 de 1996, 575 de 2000 y 1257 de 2008, con 
fundamento en las cuales la acción referida es esencialmente 
jurisdiccional. 
iv) Acción dirigida por un servidor público de carácter administrativo que actúa 
como juez, investido de jurisdicción como lo señalan los arts. 116 de la 
Constitución, art. 13 de la Ley Estatutaria en mención, Ley 575 de 2000 
y Ley 1257 de 2008. 
 
Los derechos fundamentales son los derechos humanos elevados a rango 
constitucional y que están íntimamente ligados con la dignidad humana y el 
imperativo que obliga a todas las personas a garantizar la satisfacción integral y 
simultánea de todos sus Derechos Humanos, que son universales, prevalentes e 
interdependientes. Estos derechos gozan de preponderancia en cuanto a su 
protección, y sin ellos, ni su garantía, el Estado Social de Derecho sobre el que se 
edifica nuestro Sistema no puede existir. 
El amparo de esos derechos, conocido en nuestro país como la tutela de los 
derechos, como se anotaba, tiene previstos procedimientos constitucionales a 
través de la acción de habeas corpus, acción de cumplimiento, acción de tutela y 
de la acción de protección de la violencia intrafamiliar, entre otros. Estos 
procedimientos tienen como característica el gozar de principios de preferencia, de 
sumariedad, de agilidad procesal, con términos perentorios y prevalece sobre 
otras acciones. 
La Constitución Política en sus principios fundantes y en el entramado sistemático 
de la su normativa señalan con mucha precisión la naturaleza del pacto social 
condensado en ella: la condición del Estado Social de Derecho y los fines 
esenciales del Estado, junto con una gama de derechos humanos fundamentales 
que se vulneran por el hecho de la violencia doméstica. Con ello se establece que 
el mecanismo de protección es una acción constitucional (arts. 5 y 42), conclusión 
que, además, encuentra respaldo por tener cabida dentro del capítulo de la 
Constitución a los mecanismos de protección constitucional, conforme a lo previsto 
en el Art. 89 del mismo ordenamiento.  
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Adicionalmente, procede lo establecido en la Constitución Política en su artículo 
93 (bloque de constitucionalidad) para la aplicación de normas nacionales que en 
materia de violencia intrafamiliar corresponda. Estas normas se interpretarán de 
conformidad con los tratados internacionales ratificados por Colombia sobre 
derechos humanos. 
¿Pero cuál es la garantía de que la acción de protección sea un mecanismo de 
protección constitucional? La respuesta no puede ser otra que su propósito de dar 
seguridad a la comunidad; su exigencia para que haya una labor efectiva, eficaz, 
pronta, cumplida, que no permita dilaciones, que contemple términos 
improrrogables, de obligatoria observancia y aplicación por las autoridades 
investidas de las facultades para su decisión, y con ello el cumplimiento de 
Mandatos Superiores, como los analizados en renglones precedentes, extensivos 
a todas las personas, instituciones y demás autoridades comprometidas con el 
cumplimiento del cometido misional del Estado: 
 
i. Se Consolida la Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar como 
argumento Constitucional y procesal constitucional eficaz para enfrentar 
el flagelo de las violencias que se suscitan en el interior de la familia o 
unidad doméstica. Constituye per sé una más de las acciones 
constitucionales contempladas en nuestro sistema jurídico. 
ii. Se concluye en la perentoriedad de los términos procesales contenidos en 
las disposiciones reglamentarias de la Acción -leyes y decretos 
reglamentarios-, por lo tanto de obligatoria observación y acatamiento 
por los operadores judiciales encargados de su juzgamiento, so pena de 
quedar incursos en faltas sancionables disciplinariamente. 
iii. Se establece la condición vinculante de las decisiones jurisdiccionales que 
en desarrollo de la Acción de Protección de la Violencia Intrafamiliar, 
tanto para las partes como para las personas, instituciones o 
autoridades encargadas de cumplir las órdenes de protección derivadas 
de la misma,  a riesgo de quedar incursos en desacato, que si bien no 
deriva sanción imponible por la autoridad emisora de la orden por no 
estar contemplada legalmente esa posibilidad, las autoridades públicas 
sí pueden ser sujetos de investigación y sanción disciplinaria. 
iv. En el caso de las partes, el incumplimiento de tales decisiones acarrea 
sanción de orden pecuniario convertible en arresto, no equiparable a las 
sanciones contempladas en otros Ordenamientos jurídicos, dada la 
autonomía de la Acción de Protección.  
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Obsérvese, pues, cómo todos los elementos jurídicos y hermenéuticos conducen a 
establecer que la acción de protección es asimilable, aunque autónoma, a la 
acción de tutela y la suple en los eventos de la violencia intrafamiliar, pues es 
aquélla el camino establecido por la ley para intervenirla y para brindar protección 
ante el riesgo de conculcación o violación de derechos fundamentales en el 
contexto de la eventualidad aludida. En efecto, conviene recordar que hasta 1996 
la protección de la violencia intrafamiliar se lograba por medio de la acción de 
tutela, de ahí que sobre este tópico se encuentre una suficiente jurisprudencia de 
la Corte Constitucional, lo que deja de manifiesto que, independientemente del 
mecanismo judicial que se emplee para lograr el cometido Constitucional de la 
protección de la familia y de sus miembros, el tema es de envergadura 
constitucional y así se debe entender y tratar.  
Esta investigación ha encontrado su razón de ser, al dejar expuestos y 
demostrados con solidez los argumentos de la formulación hipotética. Es evidente 
que en tratándose de derechos humanos y en lo que a su protección y 
restablecimiento se refiere, debe apelarse a los principios que como faros guían la 
función esencial del Estado y como tales iluminan el quehacer institucional, que 
van de la mano con la parte normativa que prevista para operativizar toda la 
maquinaria que se pone en marcha para llevar término con la intervención del 
Estado. 
Así entonces, desde los principios de la dignidad humana, la igualdad, la equidad, 
el de justicia y acceso a ella, entre muchos otros, se arriba al juicio de valor final 
que nos indica de la trascendencia del tema que se debate, esto es, derechos 
humanos y violencia intrafamiliar, y de contera de la consecuencia que trae 
consigo, que no es otra que la de encontrar en el mecanismo para su protección, 
una condición Superior y una naturaleza Constitucional, con lo que se concluye 
que el linaje de la Acción de Protección tiene la suficiente jerarquía para 
sentenciar que debe entenderse y tramitarse como una Acción eficaz para 
enfrentar el flagelo de esta violencia, con criterio preferente, prevalente, tanto por 
las autoridades que conocen de ella, como por las demás instituciones del Estado 
y particularmente por las comunidades.  
Queda una asignatura pendiente: ¿Cómo lograr que las autoridades, la 
institucionalidad y la ciudadanía se apropien de este mecanismo y logre ser 
reivindicado, para que opere como corresponde? 
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La necesidad de mostrar una voluntad política de la familia, la sociedad y el 
Estado, en que bajo el desarrollo del principio de corresponsabilidad, imponga a 
las autoridades la dimensión real de los dispositivos de defensa judicial para la 
protección de los derechos humanos conculcados o amenazados en el contexto 
de la comunidad doméstica, como es el caso del mecanismo judicial que 
representa la Acción Constitucional de Protección de la Violencia Intrafamiliar.   
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